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En las últimas décadas el mundo se ha visto abocado a experimentar múltiples 
cambios, reflejados en los ámbitos sociales, culturales, políticos, económicos, 
tecnológicos, entre otros muchos, como consecuencia de la globalización. La 
inmersión en la innovación y la entrada del fenómeno de las comunicaciones a los 
entornos humanos, no han sido ajenos al Estado colombiano y al actuar de sus 
diferentes entidades y gobiernos, quienes se han alineado a tales cambios con la 
implementación y puesta en marcha de políticas públicas  que permitan cumplir con 
las expectativas de la sociedad. Tal ha sido el caso del empleo público, en el cual se  
denotan cambios importantes, que están a la vanguardia de lo que sucede en el mundo 
entero. 
Ya desde la expedición de la Constitución Política de 1991, el Estado 
colombiano se preocupaba por establecer un sistema de empleo público capaz de 
impulsar los fines de una nación concebida como un Estado Social de Derecho, y que, 
a su vez, lograra recuperar la confianza perdida por parte de la ciudadanía en la 
administración. Sin embargo, en la actualidad, el empleo público continúa siendo uno 
de los ejes temáticos de mayor preocupación en Colombia. 
A partir de los lineamientos diseñados en el mandato constitucional se han 
desarrollado estrategias, instrumentos, programas y acciones que han tenido por objeto 
reformar el empleo público en el marco de su profesionalización y establecer las bases 
para una política de empleo público en Colombia, con lo que se busca, no solo dotar 
de derechos a los empleados públicos, sino de buscar que esos cargos sean ocupados 
por las personas mas capaces, mejor preparadas y con amplias aptitudes para gestionar 
lo publico. 
Paso importante fue, el proceso de reforma y modernización de la 
administración pública en Colombia, que estuvo propiciado por la Directiva 
Presidencial 10 de 2002, el “Programa de renovación administrativa” del “Plan 
Nacional de Desarrollo 2002-2006: Hacia un Estado Comunitario”, y la Ley 909 de 
2004, instrumentos que además de desarrollar el empleo público, también impulsaron 
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el desarrollo de la nueva gestión pública (en adelante, NGP), aspecto que es necesario 
entrar a revisar para adentrarnos en el estudio del empleo público. 
Pero qué es la Nueva Gestión pública, primeramente es un sistema de gestión 
de lo público, es la continuidad del desarrollo del proceso de gestionar asuntos 
públicos, llevándolo a un alto estatus de carácter gerencial, concepto éste que es muy 
utilizado en empresas del sector privado, y que por sus efectivos resultados, quiere 
introducirse a lo público para lograr lo mismo, esto es muy buenos resultados, es en sí, 
un nuevo desarrollo que se ha venido implementando en diferentes países del globo 
terráqueo, y que fue introducido a Colombia desde el año 2002, con la aspiración de 
lograr mejores resultados, resultados óptimos, convenientes y apropiados, en aras de 
velar por una excelente gestión de lo que es publico. 
Es así, entonces como la NGP es concebida como 
el sistema de gerencia pública que introduce conceptos y 
directrices del sector privado, con el objeto de lograr una 
óptima prestación de los servicios y el cumplimiento de las 
competencias estatales, gira en torno a la idea de aproximar el 
actuar del sector público al sector privado, orientando la 
acción del sector público hacia el rendimiento y los resultados 
(González en Pardo Posada, 2012). 
La NGP ha pretendido modernizar las administraciones dotándolas de una 
mayor capacidad de adaptación a los cambios sociales, políticos y económicos, con 
instrumentos que tienen por objeto flexibilizar la administración y volverla más 
eficiente en su actuar; es decir, que su acción esté orientada hacia los resultados. 
Sin lugar a dudas, la NGP ha brindado herramientas que le han permitido a la 
administración ser más eficiente (tema que será objeto de desarrollo en el primer 
capítulo de esta investigación). Pese a que su implementación se ha dado tanto en 
escenarios internacionales como, específicamente, en el local, algunos de los 
conceptos de este modelo y los efectos que ha generado en algunos estados han 
recibido críticas que merecen la pena ser mencionadas a continuación. 
8 
 
Una de las propuestas más relucientes en la NGP se relaciona con el hecho de 
lograr que los estados sean más eficientes en su actuar; por esta razón, la NGP parte de 
la concepción de que el Estado es ineficiente y por tal motivo encuentra como medida 
trasladar la prestación de los servicios al sector privado, por intermedio de la 
regulación estatal (Pardo, 2012). 
Bajo este concepto, la NGP introduce la noción de privatización, la cual 
consiste en “transferir derechos de propiedad desde el Estado hacia agentes privados 
individuales. Los derechos de propiedad implican generalmente derechos de tomar 
decisiones dentro de los límites de la ley y las restricciones que componen los 
contratos con terceros previamente firmados” (Salas en Pardo, 2012). 
Esta noción ha presentado algunas deficiencias puesto que, como indica Ariño 
Ortiz, citado por Restrepo Medina (2011), 
ya sea mediante la actuación a través de entes diversos que 
sometan toda o parte de su actividad al derecho privado, ya 
sea mediante la actuación bajo unas devaluadas reglas de 
derecho público (un derecho administrativo progresivamente 
relajado), el resultado es el mismo: el Estado se ve 
progresivamente privatizado —esto es, liberado del derecho— 
y actúa fuera de todo efectivo control. Todo ello, en aras de 
esa suprema razón que es la ‘eficacia’, a la cual se sacrifica 
cualquier garantía de objetividad, legalidad, igualdad, y, en 
definitiva, justicia, que se ven puestas en grave crisis. 
Asimismo, se ha cuestionado la implementación y la traslación de las 
prácticas, las herramientas y los instrumentos del sector privado a la esfera de los 
asuntos públicos, pues estas no siempre responden a las necesidades públicas. Al 
respecto, Restrepo Medina (2011) señala que: 
el enfoque gerencial olvida varias cuestiones fundamentales: 
de una parte, que la administración pública no solamente 
produce bienes y servicios, sino que lo hace en defensa de 
unos valores colectivos y unos planteamientos políticos e 
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ideológicos; de otra parte, que el modelo no promueve un 
nuevo tipo de relación entre los ciudadanos y la 
administración que reemplace la autoridad burocratizada y 
centralizada representada por esta última. 
Finalmente, una de las observaciones de fondo más interesantes que ha 
recibido el modelo se relaciona con los efectos y resultados que se derivan de la 
implementación del modelo en diferentes estados a los de su origen. Ramió y Salvador 
(2005) señalan que: 
las estrategias modernizadoras de la nueva gestión pública se 
originan en países como Reino Unido, Estados Unidos, 
Canadá, Australia y Nueva Zelanda, paradigmas del modelo 
anglosajón de la administración pública. La hipótesis de este 
apartado es que la Nueva Gestión Pública está íntimamente 
vinculada con el diseño institucional de estos países y que 
cuando se intenta implantar en naciones con diferentes diseños 
institucionales, como por ejemplo los países latinos, los 
instrumentos de la Nueva Gestión Pública pierden buena parte 
de sus supuestas bondades y se transforman en estrategias que 
dificultan, generando disfunciones, la consecución de eficacia 
y eficiencia en las instituciones públicas que han decidido 
‘importarlas’. 
A pesar de las diferentes críticas y observaciones que ha recibido el modelo, 
cabe señalar que este ha contribuido en diferentes aspectos de la actividad estatal; por 
ejemplo, en lo referente a la gestión del talento humano, aspecto que no ha sido ajeno 
para Colombia por cuanto ha favorecido el desarrollo del empleo y de la gestión 
pública con criterios de eficiencia, eficacia y economía. 
La presente investigación analiza el régimen del empleo público en Colombia, 
el contexto actual en el que se encuentra, el desarrollo del principio del mérito y los 
problemas a los que se enfrenta, haciendo un fuerte énfasis en los empleos de 
naturaleza gerencial que dadas sus condiciones especiales en la fase de ingreso 
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(proceso de selección y provisión), se diferencian de los otros procesos meritocráticos 
empleados en otras categorías de empleo público. 
Para los fines de este trabajo de investigación, junto a los parámetros 
mencionados se abordan específicamente dos ejemplos de casos obtenidos en dos 
procesos de selección meritocráticos para la provisión de empleos gerenciales 
adoptados por el instituto colombiano agropecuario (ica). a partir de este análisis, se 
podrá establecer si estos procesos materializan el mérito y la capacidad como criterios 
de garantía de la profesionalidad de los gerentes públicos.  
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PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
El Estado colombiano implementó el “Programa de renovación de la 
administración pública” (en adelante, PRAP), cuyo objeto es concretar las principales 
directrices de un Estado comunitario: un Estado participativo, que estimule la 
participación ciudadana; un Estado gerencial, que administre lo público con eficiencia 
y por resultados y un Estado descentralizado, que tenga en cuenta las necesidades de 
los ciudadanos, sin perjuicio del interés general. 
Una de las reformas transversales del PRAP fue el empleo público, cuyo 
objeto fue definir un sistema de selección de personal que permitiera implementar una 
nueva institucionalidad para la gestión del personal al servicio del Estado, y esto en 
aras de que el país alcance un alto nivel en el cual, los servidores públicos sean 
altamente competentes, productivos, comprometidos, que generen un servicio público 
oportuno, responsable y moderno, que le produzca satisfacción al ciudadano y que 
contribuya al desarrollo del país. (Camargo,  Ortiz y Márquez en Sanabria, 2016) 
Es por ello, que  se implementó la denominada gerencia pública, que dentro de 
sus propósitos estableció, vincular a los cargos del nivel directivo del Estado, a través 
de procesos de meritocracia a las personas más idóneas, preparadas y capacitadas en 
aras de gobernar, garantizando mejores resultados en el actuar de la administración 
pública, constituyéndose ésta en un sistema  de selección por meritocracia para la 
provisión de los gerentes públicos. En desarrollo del mencionado sistema se busca que 
la fuerza de trabajo responda a las necesidades de las entidades y del Estado 
colombiano en cantidad  y calidad; encontrar, vincular y retener los mejores talentos 
en el sector público colombiano; lograr una organización  con un clima que facilite el 
alcance de los objetivos y valores colectivos; lograr un marco que propicie el 
desempeño individual y organizacional orientado a resultados y desarrollar a los 
individuos y equipos a través de su labor. (Pliscoff en Sanabria, 2016) 
El sistema de meritocracia previsto para la gerencia pública, busca que la 
vinculación del personal a ocupar cargos de gerencia se adelante a través de procesos 
de meritocracia, mediante la selección basada en el criterio del mérito y para ello los 
procesos deben tener en cuenta la integralidad de los méritos de los  aspirantes al 
12 
 
cargo, los criterios de selección deben ser siempre objetivos y debe primar la 
transparencia en el transcurso de todo el proceso. 
A partir de las características de los procesos de selección previstos por el 
legislador para proveer los empleos gerenciales, surge el interés de conocer que tan 
eficaces son estos procesos de selección y las dificultades que pueden presentarse al 
momento de categorizar el empleo y evidenciar hasta que punto lográ materializarse 
las garantías del principio del mérito en la provisión, desempeño y retiro de esta clase 
de empleos. 
En el presente estudio se procedió a observar diferentes procesos de 
meritocracia adelantados para proveer cargos de Gerencia Pública, previendo que  los 
procesos se dieron a conocer a la ciudadanía a través de diferentes convocatorias, y en 
desarrollo de las mismas muchos profesionales han participado con la aspiración de 
acceder a cargos gerenciales a fin de aunar en la gestión de lo publico, previa 
acreditación de unos criterios basados en el mérito, la capacidad y la experiencia. 
No obstante, la discrecionalidad que caracteriza la provisión de los empleos de 
libre nombramiento y remoción no se predica de la misma forma en los empleos 
gerenciales, pese a ser definidos dentro de esta categoría por el legislador, pues la 
provisión de estos empleos es más rigurosa, sin que ello llegue a implicar una plena 
materialización del principio del mérito. Este hecho dificulta las facultades 
discrecionales con la que cuenta la administración para proveer los cargos gerenciales, 
como al aspirante que se somete al proceso de selección y al gerente designado para 
ejercer el cargo. 
Formulación del problema 
• ¿Qué tanto éxito ha tenido la puesta en marcha del sistema de meritocracia en la 
denominada gerencia pública? 
• ¿Se han logrado los objetivos buscados con el adelantamiento de procesos de 
meritocracia para proveer cargos de gerencia pública? 
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• ¿Cuál es la importancia de la selección por competencias para los servidores públicos 
en los cargos de gerencia pública? 
•  ¿La estrategia de la meritocracia contribuye a evitar fenómenos como la corrupción? 
Objetivos 
• Determinar si el sistema de meritocracia concebido para la gerencia pública ha logrado 
el objetivo para el cual fue creado. 
• Determinar si el Estado ha logrado el mejoramiento del servicio público que se presta 
a la sociedad con la selección de sus directivos a través del proceso de meritocracia. 
Dado que el foco central de esta investigación académica es la gerencia 
pública, será necesario plantear algunos parámetros que sirvan de ejes 
conceptuales y experimentales sobre los que apoyar la lectura interpretativa del 
tema a tratar.  
Para empezar, la gerencia pública, se ha puesto en marcha por el Estado 
colombiano en las últimas décadas, la que busca que los gobernantes y directivos de 
las diferentes entidades del Estado, gobiernen con responsabilidad, garantizando 
mejores resultados en el actuar de la administración pública, que sean evidentes los 
resultados de la gestión pública y con ello se genere confianza en las instituciones del 
Estado, que garanticen el derecho a la información, que haya una mayor transparencia 
en el manejo de la administración eficiente de los recursos, que rindan cuentas como 
mecanismos de evaluación y que se disminuya los índices de corrupción. 
La gerencia pública está orientada a resultados, que en virtud de ella se 
entregue a la ciudadanía los bienes, obras y servicios, en términos de calidad y 
satisfacción de sus necesidades en aras de  mejorar su calidad de vida. 
Con la creación de la gerencia pública, se ha pretendido proveer los cargos de 
gerencia pública mediante procesos de meritocracia, con los cuales se busca vincular a 
las entidades del estado a los mejores funcionarios, garantizando la transparencia y la 
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igualdad de oportunidades para seleccionar por sus méritos, a los aspirantes más 
preparados y más capaces en los cargos de libre nombramiento y remoción. 
Lo anterior tiene su razón de ser, en la medida en que se busca siempre, con la 
provisión de los cargos estatales, el mejoramiento del servicio público que se presta a 
la sociedad, evitando que la estructura estatal se constituya en patrimonio particular de 
quienes ostentan transitoriamente el poder o como la forma de conceder favores o 
prebendas por razón de motivaciones personales o particulares. 
Pero qué tanto éxito ha tenido la puesta en marcha de la denominada gerencia 
pública, cuyos gestores son seleccionados a través del sistema de meritocracias, el 
interrogante es:  ¿se han logrado los objetivos buscados?. 
Desde el inicio de lo que es hoy el Estado colombiano, la vinculación a los 
cargos directivos y de alta responsabilidad, estuvo regido por aspectos de camaradería, 
de compromisos de carácter político, y no por razones de mérito, como lo evidencia 
Augusto Alvarez Collazos (2009), , al señalar que el 17 de diciembre de 1819 como 
resultado de la consolidación del proceso  de independencia de la antigua colonia del 
“Nuevo Reino de Granada”, fue creada la República de la Gran Colombia por el 
Congreso de Angostura, cuya presidencia estuvo a cargo del libertador Simón Bolívar 
y como vicepresidente el general Francisco de Paula Santander, que según las 
memorias de Florentino González, este cuenta, como los cargos de la administración 
pública fueron ocupados por aquellos oficiales y suboficiales del ejército que fueron 
llamados a ocupar un puesto público como recompensa a su esfuerzo en pro de la 
patria y que otros tantos continuaron siendo ocupados por aquellos funcionarios del 
régimen colonial que juraron lealtad a la república y cuya experiencia era necesaria 
para la consolidación del Estado, pero que la experiencia no fue suficiente, sino que 
fueron indispensables la moral y las virtudes republicanas, para lo cual el libertador 
propuso la creación del cuarto poder, el poder moral, el cual estaría conformado por 
una cámara vitalicia,  por los hombres más virtuosos y probos de la República, 
quienes deberían ser llamados “los padres de la patria” y tendrían la función de vigilar 
y controlar la instrucción pública y la selección, promoción y retiro de los servidores 
públicos con base en sus méritos morales y cumplimiento leal y fiel de sus servicios 
para con la patria. 
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El mismo autor (2009), afirma en su obra que: “Desde los inicios de la 
república, las formas de reparto de los puestos de la Administración Pública han sido 
un tema de gran controversia y un factor determinante en la conformación de los 
partidos políticos y de su contienda, los cuales surgieron como grupos de interés que 
se estructuraron alrededor de un caudillo y que tenían como objetivo el acceso al 
poder y el reparto partidista de la administración de los negocios públicos.” 
Del relato histórico traído por Álvarez Collazos, en su obra (2009), se 
encuentra que la gerencia pública, como está concebida en la actualidad, en realidad 
ha sido uno de los objetivos desde la creación del Estado colombiano, al haber sido 
creado el cuarto poder, el poder moral, pero que en la práctica, ni desde el inicio del 
Estado Colombiano, ni en el transcurso del mismo, ha tenido eco con los objetivos 
propuestos y en su desarrollo ha terminado contaminado por no muy buenas  prácticas 
como el clientelismo o el nepotismo, no obstante en la actualidad, se hace un esfuerzo 
importante para lograr una gerencia publica efectiva, no contaminada con prácticas 
como las mencionadas, que bastante daño le generan a la sociedad. 
Para la década de 2000 el Estado colombiano se adentró en la nueva gestión 
pública, implementado un modelo de Estado orientado hacia lo comunitario, cuyos 
propósitos fueron puestos en marcha y aun hoy se continúan desarrollando, Estado del 
que se esperó que se constituyera en un Estado participativo, que buscara involucrar a 
la ciudadanía en la consecución de los fines sociales; en un Estado gerencial, que 
invirtiera con eficiencia y austeridad los recursos públicos, que administrara lo público 
con eficiencia, austeridad, honestidad y por resultados; en un Estado descentralizado 
que  gestionara en aras de lograr la autonomía regional con transparencia, 
responsabilidad política y participación comunitaria, aspecto éste último, que tuviera 
en cuenta las demandas de las personas, que buscará satisfacer sus necesidades y le 
permitiera al ciudadano participar en la formulación, puesta en marcha, seguimiento y 
evaluación de las políticas públicas. 
En ese orden y en busca del Estado comunitario se creó el programa de 
Renovación de la Administración Pública, para lo cual se diseñaron políticas públicas 
que contrarrestaran la corrupción, la burocracia, el clientelismo y el nepotismo, para lo 
cual tuvo entre otros objetivos el construir una equidad social e incrementar la 
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transparencia y la eficiencia del Estado, con tres objetivos fundamentales: - 
participación ciudadana, - Estado gerencial y - transparencia y lucha contra la 
corrupción. 
En la creación del Estado gerencial, uno de los objetivos del Programa de la 
Renovación de la Administración Pública, fue establecer un sistema de meritocracia 
para proveer los empleos de “gerencia pública”, en busca de crear una cultura 
gerencial de administración de lo público, en aras de lograr austeridad, eficacia, 
eficiencia, productividad y gestión por resultados. 
Dentro de los objetivos planteados, se puso en marcha acciones de 
transparencia y lucha contra la corrupción, entendido este último concepto no 
solamente como saqueo del erario público, sino también como fenómeno  asociado a 
aquellas decisiones públicas que no resultan de interés general, sino para favorecer 
intereses personales o de grupo; y para contrarrestar dicho fenómeno se crearon 
mecanismos para hacer más eficiente el manejo de la administración pública, tales 
como gestión por resultados, un sistema de compras y adquisiciones eficiente, 
mejoramiento del control interno, la simplificación de trámites, gobierno en línea y la 
selección meritocrática de los servidores del estado, esta última, que es el objetivo 
principal del presente estudio. 
Fue así como se llegó a la creación de la gerencia pública, la que está en 
correspondencia con el concepto de la Nueva Gestión Pública adoptado por diferentes 
países del globo terráqueo-, donde el Estado  Colombiano adquirió la responsabilidad 
de gobernar, garantizando mejores resultados en el actuar de la administración 
pública, campo en el que no solo actúan los gobernantes, sino que en esa dinámica 
también es de vital importancia la participación de los ciudadanos, quienes cada vez 
más, son conscientes de la importancia de su participación en las decisiones que los 
afectan, exigiendo que los resultados de la gestión pública genere confianza en las 
instituciones del Estado, que se les garantice el derecho a la información, que haya una 
mayor transparencia en el manejo de la administración eficiente de los recursos, que se 






El presente estudio aborda una investigación de enfoque cualitativo y de tipo 
descriptivo para lograr indagar sobre la efectividad en el sistema meritocrático 
previsto para la provisión de los empleos gerenciales (gerencia pública). Para el 
efecto, esta investigación aborda una técnica documental de análisis e interpretación 
de la documentación académica y oficial en relación con la gestión pública, el empleo 
público y el criterio del mérito como factores que se vinculan en el sistema 
meritocrático de provisión de los gerentes públicos. 
A partir de estos elementos generales, la investigación observa la efectividad 
del sistema meritocrático puesto en marcha en procesos de selección adelantados para 
proveer los cargos de gerentes públicos. En este punto la investigación realiza un 
análisis y estudio de caso de acuerdo a la información obtenida del Departamento 
Administrativo de la Función Pública de casos, en los cuales la entidad estatal 
escogida como ejemplo, adelantó procesos de selección para proveer cargos 
gerenciales en los años 2013 y 2016.  Para finalmente determinar cuan tan eficaces 














CAPÍTULO I: EL MODELO DE NUEVA GESTIÓN PÚBLICA 
1. Modelo de nueva gestión pública 
En la década del setenta, el modelo de administración predominante en la 
mayoría de los estados desarrollados era el modelo burocrático; en su momento, este 
introdujo un mejoramiento conceptual y organizacional respecto del modo de 
organizar la administración pública. Se caracterizó por su búsqueda para generar 
resultados eficaces y eficientes en la gestión de los asuntos públicos mediante arreglos 
como la especialización de tareas, la formalización del comportamiento, el 
seguimiento de personal, y la unidad de mando (Iacovello & Strazza, 2011). 
En el desarrollo de estos arreglos surgió la noción de burocracias funcionales, 
que apunta a que todas las actividades realizadas por el recurso humano de la 
administración pública debían ser ejecutadas por profesionales calificados dentro de 
un sistema jerarquizado en el que se destacaba la estandarización en los 
procedimientos (Restrepo Medina, 2011). 
Pese a ser el modelo de administración dominante hasta la década del setenta, 
este fue cuestionado fuertemente en los años ochenta como el resultado de la lentitud, 
la rigidez y la impersonalidad propias del modelo (Restrepo Medina, 2011), junto con 
“la caída de la eficiencia en su capacidad de operación, como consecuencia de la 
dificultad de compatibilizar en el campo de la gestión pública, la complejidad social 
creciente y la libertad del agente público en la toma de decisiones” (Crozier en 
Iacovello & Strazza, 2011). Estos cuestionamientos implicaron una serie de 
transformaciones conceptuales que incidieron en los arreglos organizacionales en 
general y en la gestión de los recursos humanos en particular (Iacovello & Strazza, 
2011), situación que conllevó a realizar algunos replanteamientos en el modelo de 
administración. 
En este contexto de cambio del modelo de administración, se introdujo el 
término de la nueva gestión pública (New Public Managment), impulsado por Peter 
Aucoin (1990) y Christopher Hood (1991), quienes describían una serie de reformas 
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administrativas (Pardo Posada, 2012) con un fuerte énfasis en la gestión de los 
recursos humanos y en la transformación de los métodos de gestión con el objetivo de 
responsabilizar y transformar las relaciones con los administrados. Como 
consecuencia, se replanteó la noción de ciudadanía, pues este además de ser visto 
como ciudadano, se convierte en cliente de los servicios públicos (Restrepo 
Medina,2011). 
Bajo esta concepción, el ciudadano pasa a ser un actor prevalente en la gestión 
pública, pues se busca, satisfacer para la ciudadanía en general una serie de 
necesidades que redundarán en lograr una mejor calidad de vida, y éste, el ciudadano 
cambia su percepción del servicio público, pasando a ser un actor participativo en el 
actuar público con la expectativa de que los servicios a cargo del estado le sean 
prestado de forma efectiva, eficiente y eficaz. 
Los precursores de la nueva gestión pública (NGP) fueron Australia, Estados 
Unidos, Nueva Zelanda y Reino Unido, a la par con los trabajos realizados por la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (Organization for 
Economic Cooperation and Development; en adelante, OCDE) (Barzelay, 2003). 
La NGP implicó una redefinición de los lineamientos y presupuestos 
organizacionales del modelo burocrático que, en términos de Iacovello y Strazza 
(2011), “cobró relevancia teórica y práctica en un contexto de reorientación de las 
visiones acerca de cómo experiencias, prácticas y herramientas pertenecientes a la 
esfera de la gestión privada podían ser incorporadas a la esfera de la gestión de los 
asuntos públicos”. 
Los presupuestos del modelo se definieron en: la eficacia, la eficiencia, y la 
economía visualizada en resultados visibles y positivos, de tal manera que, dentro del 
desarrollo del modelo, la administración pública se dirigió a garantizar la calidad del 
servicio, la consideración del ciudadano como cliente y el logro de la receptividad de 
la administración pública (Iacovello & Strazza, 2011). 
Con el fin de cumplir los objetivos estatales, la implementación de este modelo 
de administración amplió el catálogo de áreas del conocimiento a las denominadas 
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ciencias del gobierno: la ética pública, la responsabilidad social, la auditoria social, el 
mercadeo político, el mercadeo gubernamental, y el gobierno electrónico (Chacón, 
Rojas, Calderas, & Bongiorno, 2011).Con estos conocimientos se pretende dar mayor 
respuesta a las necesidades públicas, entre las cuales se puede mencionar “la 
consolidación de la democracia, retomar el crecimiento económico, reducción de la 
desigualdad social y la democratización, es decir la búsqueda de formas de relación 
entre el Estado y la sociedad” (DAFP, 2002). 
La NGP posee características que la diferencian del modelo burocrático—
necesarias en la construcción de políticas públicas de organización estatal—, que están 
fuertemente influenciadas por rasgos pertenecientes al sistema gerencial del sector 
privado (Pardo Posada, 2012). Estas características han sido objeto de estudio en la 
literatura especializada y han sido desarrolladas en diferentes documentos elaborados 
por la OCDE (Iacovello & Strazza, 2011), las cuales se puntualizan de la siguiente 
manera: 
• Devolver autoridad y otorgar flexibilidad a los gestores. 
• Asegurar el desempeño, el control y la responsabilidad. 
• Desarrollar la competencia y la elección. 
• Proveer servicios adecuados y “amigables” a los ciudadanos. 
• Mejorar la gerencia de los recursos humanos. 
• Explotar la tecnología de la información. 
• Mejorar la calidad de la regulación. 
• Fortalecer las funciones centralizadas de gobierno. 
Estas acciones, que representan las características del modelo, generaron un 
cambio de percepción en la administración puesto que durante su ejecución surgieron 
aspectos determinantes para la gestión pública, por ejemplo: “dar voz a los ciudadanos 
concebidos como clientes y posibilitarlos de elección en la estandarización de los 
servicios; hacer organizaciones más competitivas en el marco de la prestación de los 
servicios; descentralizar el poder en la toma de decisiones; asegurar que todos los 
empleados trabajen en busca de la obtención de resultados” (Gore en Torres Fragoso, 
2011); y, responsabilizar a los funcionarios públicos de todas las acciones y omisiones 
21 
 
que se desarrollen en la ejecución de las funciones públicas (Iacovello & Strazza, 
2011). 
En este contexto, de una parte, el rol del ciudadano y el del agente público se 
transforman, puesto que, con la participación de estos dos actores se pretende evaluar 
y controlar la gestión pública; y, por otra parte, se procura alcanzarlas metas 
establecidas en los planes, los programas y las estrategias desarrolladas por la 
administración. Lo anterior supone, en términos de López, “dejar que ‘los gestores 
gestionen’, reconociendo el valor estratégico que asumen, lo cual requiere de dotarlos 
de un mayor margen de autonomía, apelando a la responsabilidad de quienes 
administran la provisión de bienes y servicios públicos. Esto, a su vez, implica 
orientar la gestión hacia el ciudadano, tomando en cuenta sus preferencias y otorgando 
capacidad de control social sobre el desempeño público mediante la introducción de la 
lógica de mercado” (López en Iacovello& Strazza, 2011). 
Un aspecto destacable de la NGP es la implementación de herramientas para 
restaurar la confianza entre la administración y el ciudadano. En efecto, hay un 
cambio de percepción entre las diferentes relaciones existentes con la administración 
que se provee a partir de dos procesos reformatorios: 
El primer proceso de reforma se origina en la década de los ochenta, conocido 
como reformas de primera generación, cuyo objeto principal “no era tanto la mejora 
del funcionamiento del Estado como su mera reducción, esto se tradujo en la 
sustitución del Estado en determinadas áreas de actuación (a través de privatizaciones, 
externalizaciones y desregulaciones, entre otras), y en una importante reducción de 
efectivos de los aparatos públicos” (Salvador & Ramió, 2008).Estas reformas de 
primera generación eran de orientación externa porque pretendían mejorar la relación 
con la sociedad y no su funcionamiento interno. 
El segundo proceso reformatorio es el denominado reformas de segunda 
generación, ocurre en la década de los noventa con el objetivo de modernizar las 
administraciones públicas. A diferencia de su antecedente, se preocupó por mejorar el 
funcionamiento interno de las administraciones. Tuvo como punto de partida dos ejes 
temáticos: por un lado, el dowsizing (reducción del aparato público), y por otro, la 
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reforma del servicio público. Como resultado, hubo un cambio en las reglas de juego 
entre el personal y la administración, incidiendo en la conformación del modelo de 
servicio civil (Salvador & Ramió, 2008), pues la gestión de lo público es ejecutado 
por personas, y para lograr los resultados eficaces y eficientes de la gestión pública, se 
requirió adelantar modificaciones en el servicio civil, como contar con personal 
idóneo, capacitado, comprometido y con una alta vocación de servicio de lo público. 
De este modo, la NGP significó un cambio en las reglas de juego entre la 
administración y el recurso humano con el que cuenta, pues para que las 
administraciones presenten resultados eficientes y se adapten a los cambios sociales y 
económicos requieren de un personal idóneo que asegure la obtención de los 
resultados buscados por la administración. De manera que el panorama de modernizar 
las administraciones trajo consigo mismo una serie de reformas encaminadas a 
mejorar la gestión de los recursos humanos. 
La gestión de los recursos humanos en la NGP busca dar un valor agregado a 
quienes hacen parte de la función pública, en tanto que el ejercicio de esta implica una 
orientación hacia los resultados y al servicio del ciudadano. A partir de la claridad de 
este principio, fue posible la introducción de “mecanismos que permitieran flexibilizar 
la administración pública y la gestión de los recursos humanos, con el objeto de hacer 
gobiernos más eficientes orientados hacia resultados transparentes y responsables” 
(Longo, 2008). 
Tal como apunta Longo en Iacovello y Strazza (2011), en la NGP se introdujo 
el concepto de flexibilidad en la gestión de los recursos humanos, la cual se abordó en 
cinco aspectos relevantes en la organización de la administración, a saber:  
• La flexibilidad cuantitativa: posibilidad de reducir el volumen del empleo 
público o de controlar su tendencia al crecimiento. 
• La flexibilidad contractual: posibilidad de introducir diferentes modalidades de 
contratación; busca que la administración sea más eficiente y flexible. 




• La flexibilidad temporal: implica diferenciar las jornadas de trabajo de la vida 
del agente público. 
• La flexibilidad funcional: aborda varios componentes. El primero, se relaciona 
con la selección de personal, en otros términos, el ingreso a la administración 
se realiza sobre la base de competencias personales antes que sobre los 
conocimientos técnicos especializados o méritos formales (característica del 
modelo burocrático). El segundo, corresponde al diseño y a la caracterización 
de empleos, al incremento en el número de tareas por cargo, otorgando 
componentes que permitan la adaptación a los diferentes contextos de cambio. 
El tercero, hace referencia a la reducción en el peso de antigüedad en las 
promociones de carrera y se otorga primacía como criterio de ascenso a las 
competencias y al alto rendimiento en el cargo. El cuarto, incentiva la 
movilidad del personal por razón de la necesidad y las estrategias 
organizativas. El quinto y último componente favorece el desarrollo de la 
función directiva de las organizaciones públicas, determinando la importancia 
de estos cargos en la gestión en general y en particular en la gestión de los 
recursos de los empleos de naturaleza gerencial (Longo en Iacovello& Strazza, 
2011). 
Sin embargo, para que operen los criterios de flexibilidad, estos deben ser 
antecedidos por un sistema meritocrático, tal y como indican Iacovello y Strazza: 
“dichas reformas están motivadas a partir de las rigideces propias del modelo 
burocrático tradicional, lo que implica que la flexibilización propuesta desde la NGP 
supone la existencia previa de un sistema meritocrático sobre el cual se aplica” 
(Iacovello & Strazza, 2011). 
Y es que la novedad es el sistema meritocrático, que busca que las personas 
que gestionen lo público, lleguen a ser participes de la ejecución de esas funciones en 
el Estado, a través del merito, que por sus capacidades, su experiencia y su alta 
vocación de servicio, se hagan meritorias de esa labor. 
En este orden ideas, la flexibilidad propuesta desde la NGP pretende lograr que 
las administraciones sean más eficaces y eficientes, de tal manera que la aplicación de 
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estas fórmulas se hará a la par con el criterio del mérito, tal y como lo ha expuesto 
Longo (2008) al señalar que: 
la relación entre mérito y flexibilidad deja de ser de 
confrontación. En realidad, si queremos perseguir la idoneidad 
de las personas en entornos contemporáneos necesitaremos—
en el acceso, en la carrera, en la capacitación y en la 
compensación— fórmulas cada vez más flexibles, y esta 
flexibilidadreforzará, en lugar de debilitar, la dimensión 
meritocrática del empleo público. 
La NGP introdujo un elemento que permite estructurar y aplicar el nuevo 
modelo de gestión pública, el cual ha sido denominado por la literatura como el 
gerencialismo, en el cual, 
la responsabilidad del gestor se eleva al rango principal, el 
gestor decide cómo gastar sin preguntar continuamente al 
departamento financiero, extiende nuevos contratos y 
distribuye libremente la carga de trabajo, maneja los recursos 
en pro de la obtención de objetivos previamente planteados. 
Se encuentra orientado hacia los resultados por contraposición 
al modelo tradicional de administración pública, que se 
preocupaba más por los procedimientos (Pardo Posada, 2012). 
Por lo anterior, el papel del gestor, gerente o director es de vital importancia en 
la gestión pública porque es quien se encarga de velar por presentar resultados 
eficientes en razón de costos y desempeño. 
La NGP ha impactado en las administraciones públicas en razón a que, por una 
parte, existe un cambio del paradigma en la relación entre la administración y el 
ciudadano, pues la participación de este último es esencial para garantizar una correcta 
y debida prestación de los servicios; y, por otra parte, la gestión del empleo público 
acoge herramientas que permiten ser a la administración más flexible, sin que ello 
llegue a desconocer el criterio del mérito adoptado por el empleo público, otorgándole 
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al agente público un sentir de responsabilidad en el logro de administraciones eficaces, 
eficientes y transparentes.  
Este paradigma de administración no ha sido ajeno para América Latina, el 
proceso de reforma en busca de modernizar las administraciones públicas ha sido uno 
de los temas más importantes en la agenda política regional, del cual han surgido una 
serie de instrumentos que al igual que en Colombia se han visto fuertemente 
influenciados por la NGP, específicamente en el manejo que este modelo le ha dado a 
la gestión de los recursos humanos. 
2. La administración pública en América Latina y la promoción de un modelo 
integral para toda la región 
El Centro Latinoamericano de Administración para el Desarrollo (en adelante, 
CLAD) es el organismo que por medio de sus diferentes documentos se ha encargado 
de promover un modelo de administración que ha sido denominado la reforma 
gerencial de la administración. Desde sus inicios buscó reformar los modelos 
fundamentados en el modelo burocrático, con el objeto de implementar garantías 
respecto de la calidad en la gestión pública, la profesionalización de la función 
pública, y la implementación de mecanismos para flexibilizar la administración y la 
gestión pública. Estas directrices se han desarrollado a partir de los documentos Una 
nueva gestión pública para América Latina(1998), Carta iberoamericana de la 
función pública, (2003), Carta iberoamericana de calidad en la gestión 
pública(2008), entre otros que han desarrollado la NGP indirectamente. 
De esta manera, a finales del siglo XX el CLAD ya se preocupaba por las 
incidencias del modelo burocrático en los estados de América Latina, pues la 
experiencia que este presentó en países desarrollados como Francia e Inglaterra era 
diferente a la de los estados de la región, en cuanto estos se caracterizaban y se 
caracterizan al día de hoy por ser países en los que se evidencian altos índices de 
pobreza y desigualdad social, adicional a la situación en la que se encontraban las 
administraciones de la región marcadas por sus bajos niveles de efectividad 
(CLAD, 1998). Fue así como se fundamentó la denominada reforma gerencial, que en 
otros términos fue la implementación del modelo de la NGP. 
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En este escenario, uno de los mayores desafíos fue hacer compatibles las 
tendencias mundiales de cambio con las particularidades de la región. Los estados de 
América Latina debían enfrentarse a los cambios que trajo la globalización, como 
cambio económico, y a los cambios que se produjeron en las relaciones sociales. Para 
lo cual se requería que las reformas gerenciales estuvieran orientadas a resolver los 
problemas principales de la región: la consolidación de la democracia, la necesidad de 
retomar el crecimiento económico, y la reducción de la desigualdad social 
(CLAD, 1998). 
La reforma gerencial que proponía el CLAD en 1998 se refería a la 
implementación de la NGP en la región, la cual fue entendida por el organismo de la 
siguiente manera: 
El modelo gerencial tiene su inspiración en las 
transformaciones organizacionales ocurridas en el sector 
privado, las cuales modificaron la forma burocrático-piramidal 
de administración, flexibilizando la gestión, disminuyendo los 
niveles jerárquicos y, por consiguiente, aumentando la 
autonomía de decisión de los gerentes, de ahí el nombre de 
gerencial. Con estos cambios, se pasó de una estructura basada 
en normas centralizadas a otra sustentada en la 
responsabilidad de los administradores, avalados por los 
resultados efectivamente producidos. Este nuevo modelo 
procura responder con mayor rapidez a los grandes cambios 
ambientales que acontecen en la economía y en la sociedad 
contemporánea (CLAD, 1998). 
En consecuencia, este proceso reformatorio se planteó como objetivo dar una 
respuesta adecuada frente a los cambios económicos y sociales, situación que conllevó 
a formular dos grandes cambios en el ámbito económico y social. 
En el ámbito económico, la reforma implicó que los estados modificaran sus 
medidas con el objeto de impulsar a las empresas a ser más competitivas en la escena 
local y mundial; por ello, el papel del Estado se replanteó, pues en vez de tener una 
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intervención directa concentró sus esfuerzos en la regulación. Fruto de este proceso 
fue la descentralización por servicios, la privatización y la creación de agencias 
reguladoras (CLAD, 1998). 
En el ámbito social, la reforma se dirigió a que los estados aseguraran la 
universalidad de los servicios y la creación de instrumentos que permitieran promover 
el desarrollo social. El papel del Estado se encontraba dirigido hacia la formulación y 
financiación de las políticas, lo que implicó que el Estado, la comunidad y las 
empresas fueran corresponsables en la ejecución de los servicios públicos (CLAD, 
1998). 
Por consiguiente, estas reformas se presentaron como parte de los cambios que 
lograron dar solución a los principales problemas de la región: la redemocratización, 
el desarrollo económico y la distribución de riqueza. La reforma gerencial que se 
planteó en el documento Una nueva gestión pública para América Latina, adoptó 
instituciones propias de la NGP como la flexibilización de la administración, la 
prestación de servicios orientada hacia el ciudadano-consumidor-cliente, la adopción 
de mecanismos alternos de contratación con la administración, y la reconstrucción en 
la capacidad estatal, específicamente del recurso humano con el que cuenta, para lo 
cual se establecieron como objetivos: la profesionalización de la alta burocracia; la 
descentralización de la ejecución de los servicios públicos; la implementación de 
mecanismos de flexibilidad que permitieran ser a la administración más ágil en su 
actuar; generar autonomía gerencial de las agencias y sus gestores; orientar la 
prestación de los servicios al ciudadano, visto este como usuario; y, responsabilizar al 
funcionario en el cumplimiento de sus funciones públicas (CLAD, 1998). 
Uno de los grandes objetivos en este proceso de reforma tiene que ver con la 
profesionalización de la función pública (servicio civil), pues se exige la existencia de 
funcionarios públicos calificados, permanentemente entrenados, protegidos de las 
interferencias políticas, bien remunerados y motivados, como condición sine qua non 
para la implementación del modelo gerencial. 
La Carta iberoamericana de la función pública (en adelante, CIFP), como 
continuación del documento Una nueva gestión pública para América Latina, se 
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propuso dar mayor alcance a la referida reforma gerencial, prevista desde la 
reorganización de los recursos humanos de las administraciones. Esta situación 
conllevó a trazar los siguientes objetivos a implementar en toda la región: restaurar la 
confianza de los ciudadanos en la administración pública, la eficacia gubernamental, 
la lucha contra la corrupción, y la capacidad de crecimiento económico sustentable de 
los estados latinoamericanos (CLAD, 2003). 
Es de esta manera como el criterio del mérito, determinado como principio en 
la CIFP, acogió un mayor protagonismo en el acceso a los empleos públicos como 
criterio de la profesionalización de la función pública, partiendo del punto de que la 
NGP está orientada a brindar resultados eficaces y eficientes en términos de calidad y 
satisfacción. De tal forma que los procesos de meritocracia reafirman su valor en la 
administración, función y gestión pública, en el sentido que aquellas personas que 
ejerzan funciones a nombre de la administración pública deben ser aquellas que tengan 
las capacidades técnicas, profesionales y ciertos valores que garanticen gobiernos y 
administraciones más eficaces y transparentes. Esto está previsto en el preámbulo de 
la Carta iberoamericana de la función pública, que dispone lo siguiente: 
Para la consecución de un mejor Estado, instrumento 
indispensable para el desarrollo de los países, la 
profesionalización de la función pública es una condición 
necesaria. Se entiende por tal la garantía de posesión por los 
servidores públicos de una serie de atributos como el mérito, 
la capacidad, la vocación de servicio, la eficacia en el 
desempeño de su función, la responsabilidad, la honestidad y 
la adhesión a los principios y valores de la democracia 
(CLAD, 2003). 
La CIFP se caracteriza por incorporar dos componentes: por un lado, involucra 
garantías propias de un sistema meritocrático, esenciales para preservar la 
profesionalidad de la administración; y, por el otro, introduce mayor flexibilidad en 
los sistemas de gestión de empleo y los recursos humanos, esta Cartase caracteriza 
porque pretende introducir estos dos elementos de manera simultánea (Longo, 2008). 
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Por consiguiente, las figuras de la profesionalización y la flexibilización son 
constantes en el desarrollo de la Carta, lo cual permite observar que aspectos como la 
planificación de los recursos humanos, la organización y la caracterización del trabajo, 
el ingreso al empleo, la evaluación de rendimiento, la compensación, la 
responsabilidad laboral, y la desvinculación son figuras que indiscutiblemente 
encuentran fundamento en la gestión de los recursos humanos concebidos desde la 
NGP. 
Posteriormente, en el año 2008, el CLAD suscribió la Carta iberoamericana 
de calidad en la gestión pública (en adelante, CICGP), que presentó unos parámetros 
para contrarrestar los efectos provenientes del problema de legitimidad estatal —
problemas relacionados con el empleo, la educación, la seguridad y la salud, entre 
otros—, partiendo de varios presupuestos diseñados en los modelos de administración 
pública que lograran relegitimar el actuar del Estado. 
El trabajo realizado por el CLAD ha buscado, en principio, restaurar la 
legitimidad de los estados de la región que durante años ha sido lesionada como 
consecuencia de la corrupción, el clientelismo y la politización de las entidades y 
órganos estatales. Torres (2011) observaba que el panorama de evaluación de las 
instituciones públicas en América Latina se situaba de la siguiente manera: el 52 % de 
los latinoamericanos consideraba que las instituciones públicas funcionaban de 
manera regular, el 18 % manifestaba una mala operación, el 17 % señalaba un buen 
funcionamiento, el 2 % informaba un muy buen funcionamiento y el porcentaje 
restante no se manifestaba. Por lo que resultaba evidente la necesidad de implementar 
un modelo que sirviera como parámetro para los estados signatarios de las cartas. 
De lo que resulta entender que todos los documentos del CLAD —además de 
contemplar como punto de partida el desarrollo económico y social de los estados 
Iberoamericanos— vislumbraban recuperar la confianza de los ciudadanos en el 
modelo de administración. En este sentido, la interpretación de la CIFP y la CICGP no 
son restrictivas una de la otra, por el contrario, la implementación de un modelo de 
gestión pública de calidad está estrechamente relacionado con la función pública y con 
quienes la conforman. En los términos del preámbulo de la CICGP se presentan como 
las aspiraciones de toda buena gestión pública, tal como lo expone la Carta, así: 
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La “Carta Iberoamericana de calidad en la gestión pública”, 
que se inscribe en la propuesta de adecuar el funcionamiento 
de las administraciones públicas iberoamericanas para 
garantizar que sean instrumentos útiles, efectivos y confiables 
al servicio de sus respectivas sociedades. En tal sentido, la 
presente Carta Iberoamericana vincula la calidad en la gestión 
pública con dos propósitos fundamentales de un buen 
gobierno democrático: 1. toda gestión pública debe estar 
referenciada a la satisfacción del ciudadano, ya sea como 
usuario o beneficiario de servicios y programas públicos, o 
como legítimo participante en el proceso, formulación, 
ejecución y control de las políticas públicas bajo el principio 
de corresponsabilidad social; 2. la gestión pública tiene que 
orientarse para resultados, por lo que debe sujetarse a diversos 
controles sobre sus acciones, suponiendo entre otras 
modalidades la responsabilización del ejercicio de la autoridad 
pública por medio del control social y rendición periódica de 
cuentas (CLAD, 2008). 
En vista de lo anterior, el CLAD ha realizado esfuerzos por incentivar en los 
estados iberoamericanos un nuevo sentir en la administración y en la gestión pública, 
situación que ha conllevado a dirigir sus acciones para que los estados fortalezcan sus 
sistemas en el marco de la profesionalización de la función pública, dado que esta 
impulsa a que la gestión de los asuntos públicos sea cada vez más eficiente, eficaz y 
transparente, conforme lo expresa la CICGP, en los siguientes términos: 
Una gestión pública de calidad tiene que estar inspirada en 
valores democráticos y, en tal sentido, constituirse en una 
garantía y protección de las libertades públicas consagradas a 
los ciudadanos. La legitimidad democrática de la gestión 
pública proviene de la elección popular de las autoridades 
políticas y de la participación y control de la ciudadanía sobre 
los asuntos públicos. También es una fuente de legitimidad el 
ejercicio independiente de una función pública profesional, 
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seleccionada bajo los principios de igualdad, mérito y 
capacidad, al servicio de un programa de gobierno resultante 
del proceso democrático (CLAD, 2008).  
Este contexto antepone que la función pública está condicionada por los 
criterios del mérito y de la capacidad como presupuestos esenciales de la función 
pública, y por el criterio de flexibilidad, los cuales permiten a los gobiernos y las 
administraciones dar mayor respuesta frente a las necesidades económicas y sociales 
que se lleguen a presentar. Sin embargo, su aplicación no ha sido del todo efectiva en 
la región, pues partiendo del estudio de Longo (2008) en América Latina, la 
implementación de los mencionados criterios ha sido variable, y se ha logrado 
clasificar la instauración del mérito y la flexibilización de la función pública en grupos 
de la siguiente manera: el primer grupo de países lo conforman Chile y Brasil, al ser 
estos los países que han tenido mayor éxito al instaurar servicios civiles fundados en 
el mérito y la flexibilidad; el segundo grupo de países está conformado por Argentina, 
Colombia, Costa Rica, México, Uruguay y Venezuela, los cuales se caracterizan por 
implementar servicios civiles de desarrollo intermedio con elementos de mérito no 
generalizados y grados perceptibles de politización; el último grupo lo conforman los 
países del Salvador, Nicaragua, Honduras, Perú, Guatemala, Ecuador, República 
Dominicana, Paraguay y Bolivia, en los cuales se evidencian servicios civiles de baja 
presencia del mérito y de la flexibilización. 
En la región, esto es, en América Latina, se ha implementado la NGP con 
incidencia directa en la gestión de los recursos humanos. De hecho, ha logrado ser 
caracterizada —por una parte— a partir de los criterios del mérito y de la capacidad en 
el ingreso, el ascenso y el desempeño; y, —por otra—, por la introducción de fórmulas 
flexibles que buscan una administración eficiente en su actuar. 
Por lo anterior, podemos observar que Colombia, pese a los esfuerzos que ha 
realizado por modernizar su modelo de administración, cuenta con un sistema de 
servicio civil que aún ocupa una fase intermedia de desarrollo. 
3. El modelo de administración y gestión pública en Colombia 
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Colombia se ha preocupado por actualizar su modelo de administración 
pública desde finales del siglo pasado. Los primeros esfuerzos se constatan en la 
promulgación de la Constitución Política de 1991, que pretendió, entre otras, adecuar 
la administración pública en el marco de un Estado social de derecho y de las 
exigencias internacionales sobre la materia, hecho que conllevó a este país a ser 
partícipe de las directrices emitidas por el Centro Latinoamericano de Administración 
para el Desarrollo (CLAD) y de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico (OCDE). 
La NGP en Colombia ha influenciado la administración pública respecto de la 
relación que esta tiene con los ciudadanos y de la gestión de los recursos humanos. El 
Documento CONPES 2790 de 1995 desarrolló, por primera vez, el tema de la gestión 
pública orientada por resultados, en dicho documento se establecen las directrices para 
implementar un modelo de administración que fuera capaz de dar mayor respuesta a 
las necesidades sociales y económicas, por lo que se consideró necesario ejecutar 
acciones tendientes a modernizar la administración pública, a elevar las competencias 
de los gestores públicos, y a recuperar la legitimidad y la credibilidad de las 
instituciones públicas (DNP, 1995). 
Para implementar una gestión pública orientada por los resultados se requirió 
fortalecer dos aspectos importantes: la gestión integral con participación ciudadana, y 
la capacidad institucional requerida para cumplir con los objetivos de los programas, 
subprogramas y proyectos de los organismos y las entidades estatales; sobre este 
último aspecto, el sistema de servicio civil consideró evaluar y reformar, y dispuso 
aplicar un plan nacional de formación y capacitación del servicio público junto a un 
sistema de estímulos y evaluación del desempeño (DNP, 1995). 
Pese a que el Documento CONPES 2790 es un antecedente importante de la 
NGP, la ejecución de esta se desarrolló formalmente por medio de los planes 
nacionales de desarrollo 2002-2006 y 2006-2010 que fijaron los presupuestos del 
Estado comunitario, y del documento Visión Colombia Segundo Centenario, 2019, 
que entre sus retos más notables está la implementación del “Programa de renovación 
de la administración pública” (en adelante, PRAP), cuyo objeto es concretar las 
principales directrices de un Estado comunitario: un Estado participativo, que estimule 
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la participación ciudadana; un Estado gerencial, que administre lo público con 
eficiencia y por resultados; y, un Estado descentralizado, que tenga en cuenta las 
necesidades locales, sin perjuicio del interés general (Pardo, 2012). 
En principio, el “Plan Nacional de Desarrollo, 2002-2006: Hacia un Estado 
comunitario”, estableció como propósito la implementación de un modelo de Estado 
orientado hacia lo comunitario. Diseñó cuatro objetivos sobre los cuales estaría 
destinada la acción estatal: brindar seguridad democrática, implementar el crecimiento 
económico y sostenible para gestionar el empleo, conducir a la equidad social, e 
incrementar la transparencia y eficacia del Estado. Este último objetivo desarrolló la 
reforma de la administración pública que pretendía dar una solución a los problemas 
relacionados con la corrupción, el clientelismo, la politiquería y la rigidez en la 
burocracia, los cuales en su momento lograron lesionar la legitimidad del Estado y 
determinar que la provisión y prestación de los servicios fundamentales a los 
ciudadanos fuera deficiente (DNP, 2003a). 
A su vez, el Documento CONPES 3248 de 2003 en desarrollo del PND 2002-
2006 y de la Directiva Presidencial 10 del 2002, presentó los lineamientos del 
“Programa de renovación de la administración pública” (PRAP) que buscó adecuar a 
la administración pública “a los requerimientos de un Estado comunitario, 
racionalizando funciones, redimensionando el tamaño de las estructuras 
administrativas y fortaleciendo su capacidad para cumplir sus objetivos esenciales: 
fortalecer la capacidad para brindar seguridad democrática, sanear las finanzas 
públicas, promover la equidad, y garantizar la estabilidad y crecimiento sostenible de 
la economía” (DNP, 2003b). En este sentido, el PRAP se propuso materializar tres 
objetivos primordiales en la búsqueda de un Estado comunitario: la participación 
ciudadana, el Estado gerencial, la transparencia y lucha contra la corrupción (DNP, 
2003a). 
En este contexto, el Estado comunitario le otorgó al ciudadano un papel más 
participativo —Estado participativo— con el fin de que este contribuya a la evolución 
de la sociedad, adoptando una posición de usuario-cliente propia de la NGP, 
participando activamente en la ejecución, el seguimiento y la evaluación de la gestión 
pública (Pardo Posada, 2012). En el Estado comunitario, el ciudadano tiene la 
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responsabilidad de ejercer el seguimiento y la evaluación de las políticas públicas y la 
gestión estatal, del tal manera que cuenta con herramientas como las veedurías 
ciudadanas, la creación de consejos comunales, y la promoción al acceso de 
información relacionada con el empleo público, las cuentas fiscales y la ejecución de 
la inversión pública y la rendición de cuentas (DNP, 2003a), lo cual permite al 
ciudadano tener un mayor protagonismo en la gestión de los asuntos públicos. 
También se introduce la noción de Estado gerencial, cuyo propósito consistió 
en fortalecer a la institucionalidad por medio de una nueva cultura gerencial de la 
administración de lo público, para lo cual se emplearon cuatro criterios que 
permitieron el desarrollo de la renovación administrativa, estos son (DNP, 2003a): 
• La austeridad: define que el Estado debe racionalizar sus gastos; por 
consiguiente, debe existir una adecuada racionalización entre el presupuesto de 
funcionamiento y el de inversión, maximizando el impacto del último. 
• La eficacia y eficiencia: obedece a la racionalidad de los procesos estructurales 
sobre los cuales se basa su operación, se establece la premisa que sin 
productividad de la función pública no hay el ahorro necesario para invertir y 
en consecuencia para crear. 
• La gestión por resultados: significa la adopción de criterios de productividad, 
de eficiencia y de eficacia en la administración pública, de tal manera que el 
Estado comunitario es un modelo de gestión al logro de resultados, situación 
que genera la promoción de la rendición de cuentas a la comunidad y la 
implementación continua entre los actos de planeación, ejecución y evaluación 
de las políticas públicas. 
• La flexibilidad administrativa: presupone que desde la misma Constitución 
Política de 1991 el presidente de la República, y en menor medida los 
gobernadores y los alcaldes, tienen un margen mayor para reestructurar la 
administración pública. 
Por último, en el Estado comunitario, la noción de la descentralización se torna 
más relevante, pues el nivel local es la instancia fundamental en la relación entre el 
ciudadano y el Estado. 
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Así pues, en las instancias nacionales se formulan las 
políticas, promueven, regulan y controlan; las instancias 
departamentales promueven y coordinan las acciones que, en 
desarrollo de la política establecida, al igual que le 
corresponde coordinar y velar por la correcta prestación de 
servicios por parte de la instancia local; y las instancias 
municipales asignan los recursos públicos con base en las 
políticas nacionales y las prioridades establecidas por la 
comunidad (DNP, 2003b). 
Estos han sido los lineamientos que se fijaron para la consecución de un 
Estado comunitario. El rol participativo del ciudadano en la gestión pública, su 
concepción como ciudadano-cliente, el fortalecimiento de la capacidad institucional 
orientada al logro de los resultados, y la descentralización, son figuras provenientes de 
la NGP, en la que el factor de los recursos humanos es trascendental para garantizar 
que la gestión pública sea eficiente y transparente. 
El PRAP fue la herramienta con la que la administración pública buscó 
modernizarse, para ello ejecutó unas reformas contempladas en dos grupos: el primero 
comprendió un rediseño institucional en cada organismo o entidad con el objetivo de 
aumentar la eficiencia y la gestión, lo hizo mediante un reajuste a la planta de 
personal. A estas acciones las denominaron reformas verticales, y entre de sus 
objetivos figuraron: repensar el papel que debía cumplir el Estado, diseñar una 
estructura organizacional para la entidad cabeza del sector, racionalizar la planta de 
personal y los factores de gasto con el fin de reducir los costos del funcionamiento del 
aparato estatal y así reasignar dichos recursos financieros a la provisión de bienes y 
servicios. El segundo grupo de reformas determinó una serie de procesos estructurales 
necesarios para el correcto funcionamiento de la administración pública, a las cuales 
se les denominó reformas transversales (DNP, 2003b). 
Una de las reformas transversales del PRAP fue el empleo público, cuyo 
objeto fue definir una política pública que permitiera implementar una nueva 
institucionalidad para la gestión del personal al servicio del Estado, mediante un 
análisis de la situación de la administración del personal en todos los órdenes 
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administrativos. Este proceso de reforma tuvo como fundamento el principio del 
mérito para el ingreso y mantenimiento por desempeño y la adopción del criterio de 
flexibilidad para la salida del empleo público (DNP, 2003b). 
La reforma del empleo público se dio en parte con la expedición de la Ley 909 
de 2004, por medio de ella se promocionó la meritocracia en el empleo público tanto 
para el ingreso como para el mantenimiento por medio de un modelo de evaluación 
del desempeño; se diseñó e implementó un modelo de gerencia pública que contempló 
el ingreso por mérito para directivos públicos, la evaluación gerencial por medio de 
los acuerdos de gestión, la capacitación de la gerencia; y, se simplificaron las 
denominaciones de planta de personal (DNP, 2009). 
Este proceso de reforma ha fijado las pautas de un modelo de gestión orientada 
a los resultados, en la que la capacidad institucional es trascendental para el logro de 
los resultados establecidos en los planes de gobierno. Estos lineamientos han 
permitido observar que la nueva gestión pública ha sido el fundamento para 
modernizar a la administración pública colombiana, del cual se han surtido procesos 
que han incentivado un valor de responsabilidad para los ciudadanos y los agentes 
públicos, precisamente el régimen de este último ha sido objeto de varias reformas, 
con el objeto de lograr una administración más eficaz, eficiente y transparente. 
CAPÍTULO II: EL EMPLEO PÚBLICO EN COLOMBIA 
La literatura especializada se ha encargado de elaborar la noción de servidor 
público, y estese ha sido definido como “Es servidor público, la persona natural que 
presta sus servicios personales en forma subordinada a una entidad estatal, para 
satisfacer necesidades de la Función Pública, de carácter laboral, y propias de la 
dependencia oficial, en forma permanente, temporal o transitoria y quien, como 
contraprestación, recibe una remuneración “.(Parra Gutiérrez, Parra Mejía, &Parra 
Mejía, 2012), y cuyas actividades se encuentran reguladas por un régimen normativo 
de función pública, que se encuadran con los intereses primordiales del Estado 
(Martínez& Ramírez, 2008). 
La Corte Constitucional, en sentencia T-501 de 1992, señaló que los servidores 
públicos son “todas las personas que laboran para el Estado en cualquiera de las ramas 
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del poder, bien sea en los órganos centrales o en las entidades descentralizadas o por 
servicios”. 
En efecto, el artículo 123 de la Constitución Política define quién es servidor 
público en Colombia, así: los miembros de corporaciones públicas, los empleados 
públicos, y los trabajadores oficiales. Esta clasificación guarda concordancia con la 
distinción que realiza el artículo 4 del Decreto 1950 de 1973, al establecer quiénes son 
servidores públicos: 
Las personas que prestan sus servicios en los ministerios, 
departamentos administrativos, superintendencias y 
establecimientos públicos, son empleados públicos; sin 
embargo, los trabajadores de la construcción y del 
sostenimiento de obras públicas son trabajadores oficiales. 
Por eso, a partir de los presupuestos indicados en el artículo 123 de la 
Constitución Política es posible observarlas diferentes modalidades de vinculación con 
la administración pública, que a la par del estudio de Younes Moreno (2013), se 
sintetizan en: la modalidad contractual laboral, la modalidad estatutaria, los auxiliares 
de la administración, y los funcionarios de seguridad social. 
La primera modalidad, la contractual laboral, hace relación a la vinculación 
del personal realizada por medio de un contrato de trabajo para desarrollar funciones 
que se clasifican en tres grupos: el primero, en el desarrollo de funciones en empresas 
industriales y comerciales del Estado; el segundo, dispuesto en la ejecución de 
actividades de construcción y sostenimiento de las vías públicas de cualquiera de los 
organismos oficiales; y, por último, en el desarrollo de funciones no directivas en las 
empresas sociales del Estado destinadas al mantenimiento de la planta física 
hospitalaria o de servicios generales. 
La segunda modalidad, la estatutaria o legal y reglamentaria (artículo 5 
Decreto-Ley 3135 de 1968 y artículo 3 Decreto 1950 de 1973), confiere la calidad de 
empleado público a quienes presten sus servicios en los ministerios, departamentos 
administrativos, superintendencias, establecimientos públicos, unidades 
administrativas especiales, y empresas sociales del Estado y también a quienes presten 
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sus servicios en empresas industriales y comerciales del Estado siempre que 
desempeñen actividades de dirección o confianza que según los estatutos se disponga 
que estos deben ser desempeñados por personas que ostenten la calidad de empleados 
públicos. 
Dado que el concepto de servidor público dispuesto en el artículo 123 de la 
Constitución contempla otras modalidades de vinculación con el Estado, la presente 
investigación revisará únicamente la modalidad estatutaria, y la categorización que 
utilizó el legislador, haciendo énfasis en los denominados empleos de naturaleza 
gerencial. 
1. Nociones preliminares: El empleo público 
En la historia de Colombia, el empleo público ha estado reglamentado en 
distintos instrumentos normativos. En un primer momento, el Decreto 2285 de 1968 
fue el que determinó el sistema salarial para los ministerios, departamentos 
administrativos y superintendencias, seguido de una serie de normas atinentes al 
empleo público: el Decreto-Ley 1912 de 1973, el Decreto reglamentario 1950 de 
1973, el Decreto extraordinario 1042 de 1978, el Decreto 1569 de 1998, Ley 443 de 
1998, hasta la expedición del régimen vigente del empleo público de la Ley 909 de 
2004 y toda la reglamentación que se surtió a partir de las disposiciones de este 
régimen. 
No obstante, el pilar orientador del empleo público en Colombia es la 
Constitución Política de 1991, pues en ella se fijan algunas reglas constitucionales que 
se deben aplicar en el contexto del ingreso, la promoción y el ascenso en la función 
pública, que de acuerdo al artículo 125 del mandato constitucional, se dispone: 
Los empleos en los órganos y las entidades del Estado son de 
carrera. Se exceptúan los de elección popular, los de libre 
nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los 
demás que determine la ley. Todos los servidores públicos 
serán designados por concurso público de méritos, salvo 
aquellos respecto de quienes la Constitución o la ley 
establezca un mecanismo de designación especial. 
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De esta disposición quedan exceptuados los ministros, los 
viceministros, los jefes de departamento administrativo, los 
secretarios de despachos departamentales y municipales y los 
gerentes o directores de las entidades descentralizadas de todo 
orden. 
El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, 
se hará previo cumplimiento de los requisitos y condiciones 
que fije la ley para determinar los méritos y las calidades de 
los aspirantes. 
El retiro se hará: por calificación no satisfactoria en el 
desempeño del empleo; por violación del régimen 
disciplinario y por las demás causales previstas en la 
Constitución o la ley. En ningún caso la filiación política de 
los ciudadanos podrá determinar su nombramiento para un 
empleo de carrera, su ascenso o remoción. 
Fue así como la Constitución diseñó una serie de reglas aplicables a la función 
pública, desde la perspectiva de los principios que rigen el ingreso, el ascenso y la 
promoción de quienes aspiran u ostentan la calidad de empleados públicos. Por tanto, 
es la Constitución la que fija los parámetros bajo los cuales se debe regir el empleo 
público en los distintos órdenes. 
Pese a que la Constitución Política determinó las reglas de la función pública, 
el constituyente no definió el concepto de empleo público; en todo caso, el artículo 2 
del Decreto 770 de 2005 en concordancia con la Ley 909 de 2004 se dio a la tarea de 
establecer una definición del empleo público afín a los preceptos constitucionales, 
determinado de la siguiente manera: 
Se entiende por ‘empleo’ el conjunto de funciones, tareas y 
responsabilidades que se asignan a una persona y las 
competencias requeridas para llevarlas a cabo, con el 
propósito de satisfacer el cumplimiento de los planes de 
desarrollo y los fines del Estado. 
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Este precepto normativo es coherente en el marco de la profesionalización del 
empleo público en Colombia, el cual es concordante con lo establecido en el artículo 
122 de la Constitución Política que define que todos los empleos de las entidades 
deben estar comprendidos en su planta de personal, y que todas las funciones y 
requisitos adscritos a estos empleos deben estar contemplados en la ley y en el 
reglamento interno de trabajo, que para el caso del orden nacional están regulados en 
el Decreto 770 de 2005 y para el orden territorial se encuentran en el Decreto 785 de 
2005.  
La categorización del empleo público abarca tres focos de análisis, el primero 
hace relación a la clasificación técnica de los empleos; el segundo, presenta las 
competencias laborales establecidas para los empleados del sector público; y, el 
último, hace referencia a los requisitos previos al ingreso de la función pública. 
El primer foco de análisis corresponde a la clasificación de los empleos, el cual 
se aborda desde una calificación general y una calificación técnica. El primer grupo 
establece que los empleos públicos son aquellos de elección popular, los de periodo 
fijo, los provisionales, los de libre nombramiento y remoción, los de carrera 
administrativa, y los empleos temporales. 
Por su parte, la calificación técnica consiste en el conjunto de principios y 
procedimientos tendientes a lograr una agrupación ordenada, sistemática y 
jerarquizada de los empleos públicos. Designación que se surte por un proceso de 
descripción del empleo, la agrupación por afinidades funcionales, y la atribución de 
grados jerarquizados dentro de la administración conforme a la distribución de los 
distintos cargos. La descripción del empleo ocupa varios aspectos para tener en 
cuenta, entre los que se pueden señalar: la esencia de las funciones, el grado de 
supervisión que su desarrollo exige, la iniciativa para adelantarlas, las calidades 
exigidas para su ejercicio, el objeto y la naturaleza de las relaciones con personas 
naturales o jurídicas (Younes, 2013), las cuales se vuelven imprescindibles a la hora 
de caracterizar cada uno de los niveles establecidos para los empleos públicos. 
Los niveles jerárquicos de los distintos empleos de las entidades y organismos 
se encuentran establecidos en el artículo 4 del Decreto 770 de 2005 —empleos en los 
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organismos y entidades del orden nacional—, y en el artículo 4 del Decreto-Ley 785 
de 2005 —empleos en las entidades territoriales—. Al tenor de las normas, la 
clasificación de los empleos en los niveles directivo, asesor, profesional, técnico y 
asistencial se concibe de la siguiente manera: 
• Nivel directivo: comprende los empleos a los cuales corresponden funciones 
de dirección general, de formulación de políticas institucionales y de adopción 
de planes, programas y proyectos. 
• Nivel asesor: agrupa los empleos cuyas funciones consisten en asistir, 
aconsejar y asesorar directamente a los empleados públicos de la alta dirección 
de la Rama Ejecutiva del orden nacional. 
• Nivel profesional: agrupa los empleos cuya naturaleza demanda la ejecución y 
aplicación de los conocimientos propios de cualquier carrera profesional, 
diferente a la técnica profesional y tecnológica, reconocida por la ley y que 
según su complejidad y competencias exigidas les pueda corresponder 
funciones de coordinación, supervisión y control de áreas internas encargadas 
de ejecutar los planes, programas y proyectos institucionales. 
• Nivel técnico: comprende los empleos cuyas funciones exigen el desarrollo de 
procesos y procedimientos en labores técnicas misionales y de apoyo, así como 
las relacionadas con la aplicación de la ciencia y la tecnología. 
El segundo foco de análisis detalla las competencias laborales, entendidas 
como el conjunto de conocimientos, habilidades, valores y actitudes que posee una 
persona para el logro de determinado objetivo en el empleo público, hacen referencia a 
las competencias básicas, genéricas y específicas. En cuanto a las primeras, las 
básicas, hacen relación a los conocimientos elementales que debe tener todo 
funcionario en el desarrollo de su cargo, tales como la lectura, la escritura, la 
expresión oral y las matemáticas. Las segundas, las competencias genéricas, 
comprenden todas las habilidades, conocimientos, actitudes y valores comunes entre 
los diferentes empleos públicos. Las terceras, las competencias específicas, guardan 
relación con los conocimientos concretos de cierta disciplina (Younes, 2013). 
Debe de anotarse que las competencias genéricas están orientadas por los 
resultados eficaces y eficientes, la orientación al usuario y al ciudadano, la 
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transparencia mediante el uso claro de los recursos del Estado, y el compromiso con 
los intereses de la nación. Están reguladas en el artículo 7 del Decreto 2539 de 2005, y 
son coherentes con los criterios inspiradores de la Carta iberoamericana de la función 
pública (CIFP). 
Junto con las competencias genéricas, el Decreto 2539 de 2005 estableció las 
denominadas competencias comportamentales para cada nivel jerárquico; así, en el 
nivel directivo se plantearon las competencias de liderazgo, planeación, toma de 
decisiones, desarrollo de personal y conocimiento del entorno. En el nivel asesor se 
establecen como competencias la experiencia, el conocimiento del entorno, la 
construcción de relaciones y la iniciativa. En el nivel profesional, las competencias se 
contextualizan en el aprendizaje continuo, la experiencia profesional, el trabajo en 
equipo, la creatividad e innovación, el liderazgo de grupos y la toma de decisiones 
cuando tengan personal a cargo. En el nivel técnico, la experticia técnica, el trabajo en 
equipo y la creatividad e innovación. Por último, en el nivel asistencial, las 
competencias son el manejo de la información, la adaptación al cambio, la disciplina, 
las relaciones interpersonales y la colaboración. 
El tercer y último foco de análisis se contextualiza en las calidades genéricas 
de todo servidor público y en los requisitos previos al ingreso a la administración 
pública, que se concretan en: la definición de la situación militar; no encontrarse 
inhabilitado para el ejercicio de funciones públicas conforme a las disposiciones del 
artículo 122 de la Constitución Política y lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley 734 
de 2002 (Código Disciplinario Único); no tener inhabilidad para el ejercicio de los 
derechos y las funciones públicas conforme a los artículos 44 y 45 del Código Penal, 
relativos a las penas de inhabilidad para el ejercicio de derechos y funciones públicas 
y pérdida de empleo o cargo público; no ser deudor del Estado, conforme a la Ley 761 
de 2001; y, la declaración bajo gravedad de juramento al momento de tomar posesión 
de no conocer procesos de carácter alimentario conforme a lo dispuesto en la Ley 311 
de 1996. 
De esta manera, las competencias laborales se vuelven trascendentales al 
momento previo al ingreso del empleo público en Colombia. El Decreto 2539 de 2005 
establece como requisito de las convocatorias al concurso de provisión de empleos en 
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carrera administrativa definir las competencias laborales, estipulación que también 
aparece en el Decreto 4567 de 2011, que establece que para la provisión de empleos 
de libre nombramiento y remoción sin perjuicio de la discrecionalidad de la que 
gozan, se tendrán, entre otros factores, las competencias laborales, el mérito, las 
calidades y las capacidades en relación con el desempeño de las funciones propias del 
empleo. 
Lo expuesto corresponde a las herramientas con las que cuentan las entidades 
para adecuar su planta de personal conforme a las necesidades requeridas en los planes 
estratégicos del sector y en los planes institucionales. De esta manera, los criterios de 
la capacidad y el mérito tienen un importante protagonismo en las fases de ingreso, 
ascenso y retiro por cuanto durante ellas se pone en evidencia si los aspirantes o los ya 
empleados públicos garantizan los propósitos establecidos en su empleo, en cuanto 
han demostrado ser los más idóneos para ocupar el cargo. 
En este punto resulta oportuno revisar el régimen del empleo público en 
Colombia y la política pública que se ha implementado en los últimos años. 
2. El régimen vigente del empleo público: La Ley 909 de 2004 
Para analizar la importancia de la Ley 909 de 2004 es fundamental revisar los 
antecedentes normativos más relevantes del régimen de empleo público en Colombia. 
En consecuencia, la Ley 27 de 1992 se presenta como el primer antecedente a tener en 
cuenta, puesto que este fue el instrumento que reactivó la carrera administrativa y la 
selección mediante el sistema del mérito en las entidades del nivel nacional; sin 
embargo, presentó problemáticas que conllevaron a que en el periodo de 1993 a 1998 
los inscritos en el sistema de carrera administrativa fueran en su mayoría (80 %) 
inscritos en la modalidad extraordinaria que contemplaba la antigua normatividad 
(DAFP, 2005). 
En 1998 se expidió la Ley 443, que entre sus propósitos estaba organizar y 
hacer más operativas las funciones de la Comisión Nacional del Servicio Civil. Esta 
ley fue declarada inexequible por parte de la Corte Constitucional, lo que produjo que 
el sistema de vinculación por concurso al empleo público y de la carrera 
administrativa se viera bloqueado por un periodo de incertidumbre normativa 
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(Younes, 2013). Como consecuencia, se produjo una cantidad abismal de 
nombramientos en provisionalidad. 
Durante este periodo de incertidumbre, la administración y la función pública 
padecieron una crisis particular, resultado del clientelismo, la corrupción y la 
politización de los organismos y entidades oficiales, que conllevó a que el ingreso a la 
función pública se surtiera por diferentes modalidades: 
El uso de la vía del atajo; el esguince a la regla de juego; la 
inconstitucionalidad premeditada; el incumplimiento de las 
normas; el particularismo; la transitoriedad y el pragmatismo 
puro para ingresar a la carrera administrativa y, en otros casos, 
se incurrió y se sigue incurriendo, sistemáticamente, en 
demoras inexplicables para impulsar los concursos 
(Puentes, 2008). 
Dado lo anterior, en el “Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006: Hacia un 
Estado comunitario” se propuso la renovación administrativa, proceso en el que surgió 
la expedición de Ley 909 de 2004 como una medida para subsanar la situación en la 
que se encontraba el empleo público en Colombia. Con esta ley se reformó el esquema 
del recurso humano de la administración pública y fundamentó el régimen jurídico 
para la carrera administrativa, los empleos de libre nombramiento y remoción, y la 
gerencia pública en Colombia. 
Fueron varios los esfuerzos que se realizaron en el camino de la reforma del 
empleo público a comienzos del presente siglo, el más destacable fue el proyecto de 
Ley 25 de 2000, objetado en su oportunidad por el hoy expresidente Álvaro Uribe 
Vélez, situación que conllevó a que se redefinieran los presupuestos del proyecto, el 
cual finiquitó con la expedición de la Ley 909 de 2004. 
La Ley 909 de 2004 se propuso redefinir la integración de la función pública, 
para lo cual integró a su articulado disposiciones afines con la CIFP, que delimitó a la 
función pública, en los siguientes términos: 
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Quienes prestan servicios personales remunerados, con 
vinculación legal y reglamentaria, en los organismos y 
entidades de la administración pública, conforman la función 
pública. En desarrollo de sus funciones y en el cumplimiento 
de sus diferentes cometidos, la función pública asegurará la 
atención y satisfacción de los intereses generales de la 
comunidad. 
Así, la Ley 909 de 2004 desarrolló la regla constitucional contemplada en el 
artículo 125 de la Carta Fundamental, al establecer que por regla general todos los 
empleos de los organismos y entidades son de carrera administrativa, con excepción 
de los empleos de elección popular, los de periodo fijo, los trabajadores oficiales, los 
empleos de libre nombramiento y remoción, y aquellos cuyas funciones deban ser 
ejercidas en las comunidades indígenas conforme a la ley. 
En cuanto a los sistemas de ingreso a la función pública, la Ley 909 de 2004 
contempló dos conceptos—que ya han sido desarrollados por la literatura en materia 
de empleo público—, son: el spoil systemy el merit system. El primero de ellos, esto 
es, el spoil system consiste en que la nómina pública pueda ser repartida a gusto del 
partido político vencedor de las elecciones (Younes, 2013), en los cuales destacan a 
modo ejemplo los empleos de ministros, viceministros, secretarios generales, 
directores, gerentes, presidentes de entidades públicas y sus secretarios generales, los 
secretarios de despacho de las gobernaciones y alcaldías, y los empleos de gerencia 
pública que presentan una particularidad especial, ya que sin perder el carácter de ser 
de libre nominación, su proceso de selección se surte a través de la selección 
meritocrática, la que analizaremos más adelante (Puentes González, 2008). 
En contraparte, se presenta el merit system, en el cual el ingreso a la función 
pública se valora con un proceso previo de selección mediante concursos de mérito, 
que permite establecer la idoneidad técnica y comportamental de los aspirantes. Este 
es calificado por el legislador como empleo de carrera administrativa (Puentes, 2008). 
Puesto en otros términos, la Ley 909 de 2004 —y su correspondiente 
reglamentación— sintetizó el régimen aplicable a la función pública, integrando en su 
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normatividad una serie de presupuestos destinados a garantizar una buena función 
pública en el marco de lo establecido en la CIFP. 
La CIFP ha establecido ciertos lineamientos y sugerencias para que el 
funcionamiento de la administración pública guarde coherencia con los presupuestos 
de la nueva gestión pública, concretando por función pública lo siguiente: 
[…] el conjunto de arreglos institucionales mediante los que 
se articulan y gestionan el empleo público y las personas que 
integran este, en una realidad nacional determinada. Dichos 
arreglos comprenden normas, escritas o informales, 
estructuras, pautas culturales, políticas explícitas o implícitas, 
procesos, prácticas y actividades diversas cuya finalidad es 
garantizar un manejo adecuado de los recursos humanos, en el 
marco de una administración pública profesional y eficaz, al 
servicio del interés general. En el ámbito público, las 
finalidades de un sistema de gestión del empleo y los recursos 
humanos deben compatibilizar los objetivos de eficacia y 
eficiencia con los requerimientos de igualdad, mérito e 
imparcialidad que son propios de administraciones 
profesionales en contextos democráticos (CLAD, 2003). 
Dado que la Ley 909 de 2004 incluyó en sus preceptos los lineamientos 
establecidos en la CIFP concordantes con el modelo de la nueva gestión pública, en el 
actual régimen de empleo público se encuentran incorporadas las figuras de la 
profesionalización de la función pública, la flexibilidad de la organización y de la 
función pública, la responsabilidad de los servidores públicos y los órganos de 
dirección encargados del empleo público. 
En relación con la profesionalización de la administración pública, la Ley 909 
de 2004 reguló el ingreso y la permanencia en los empleos públicos, previa 
verificación de la capacidad y el mérito mediante procesos de selección públicos y 
abiertos; de igual manera dispuso la capacitación como el medio idóneo de 
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mejoramiento de las competencias de todos los servidores públicos, aspecto que se 
incentivó mediante el “Plan nacional de formación y capacitación” (DAFP, 2017a). 
Los empleos de naturaleza gerencial se establecieron por primera vez en 
Colombia en virtud de la Ley 909 de 2004, que dispone que dada su responsabilidad 
social exigen la comprobación de la competencia profesional y comportamental en la 
fase de selección como aspecto que garantiza la profesionalidad en el ejercicio del 
empleo, sin que ello llegue a desconocer que su designación se rija bajo el criterio de 
la discrecionalidad. 
De cierta manera, la CIFP fundamenta la Ley 909 de 2004 en otros aspectos 
como la flexibilización, la responsabilidad de los funcionarios públicos, y la 
organización del empleo público por órganos independientes, especializados y del más 
alto nivel, aspectos que logran adecuarse a los planteamientos diseñados por la nueva 
gestión pública. 
En síntesis, la Ley 909 de 2004 estableció un régimen jurídico para subsanar 
las deficiencias que resultaron de los regímenes anteriores, dotando al empleo público 
de una serie de principios como el mérito y la capacidad, los cuales se materializan en 
cada una de las categorías del empleo público. 
3. Carrera administrativa 
En sus disposiciones, la Ley 909 de 2004 contempla: la carrera administrativa 
general, los sistemas de carrera específicos, y los sistemas de carrera especial, que se 
diferencian unos de los otros. 
3.1. Sistema de Carrera Administrativa General 
La regla constitucional del artículo 125 de la Carta Magna establece los 
lineamientos del empleo público, del cual es posible entrever que el ingreso a este se 
determina por el criterio del mérito. Como consecuencia, y siguiendo una 
interpretación sistemática de la Constitución y la Ley 909 de 2004, es posible entrever 
que el concurso de méritos es el medio idóneo para calificar y determinar los méritos y 
las calidades de quien desee ingresar a un empleo público. 
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Por consiguiente, la carrera administrativa tiene como objetivo principal 
vincular a las plantas de personal de los organismos y las entidades del Estado a los 
mejores aspirantes que representen los fines del Estado, logrando obtener resultados 
eficaces y eficientes en el ámbito de las políticas públicas. 
Ahora bien, ¿qué es la carrera administrativa? Por ella se entiende un sistema 
técnico de administración de personal que tiene por objeto hacer primar la eficiencia y 
la eficacia de la administración pública, brindado igualdad de oportunidades para el 
acceso al servicio público, mediante la demostración del mérito, sin que puedan obrar 
motivos ideológicos, de religión, raza, sexo, filiación política, o de otra índole (Parra 
Gutiérrez, Parra Mejía, &Parra Mejía, 2012). Ahora bien, el ingreso y la permanencia 
a la carrera administrativa dependerá del criterio del mérito, mediante procesos de 
selección que garanticen la transparencia y la objetividad (Younes, 2013). 
El criterio del mérito acoge aspectos relevantes, pues con este se vela por el 
buen funcionamiento de la administración pública, en el entendido de que quienes van 
a ser funcionarios públicos deberán ser los ciudadanos que durante los procesos de 
selección demostraron ser los mejores aspirantes tanto en su disciplina u oficio como 
en sus valores comportamentales. De esta manera, el mérito obtuvo una base 
constitucional para determinar que en un conjunto de ciudadanos repose la 
responsabilidad de pensar y actuar, empleando los recursos públicos para resolver los 
problemas que se presenten en la sociedad (Puentes González, 2008). 
En estas instancias, el principio del mérito en la carrera administrativa se 
constituye como un principio constitucional de aplicación en todo el ordenamiento 
jurídico, pues con él, además de garantizar los fines de la administración pública se 
orienta a proteger el derecho al trabajo y el derecho a la igualdad en términos de 
acceso a los cargos públicos (Serrato, 2014). 
En vista de la aplicación de criterio del mérito como pilar orientador del 
ingreso al sistema de carrera administrativa, los procesos de selección se surten 
mediante el concurso, que deberá ser adelantado por la Comisión Nacional del 
Servicio Civil. Este concurso procederá con las siguientes etapas: la inscripción al 
concurso de méritos (público y abierto), el cumplimiento de los requisitos de 
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formación y experiencia exigidos para el desempeño del cargo, la superación de las 
pruebas de conocimiento y comportamentales (obtención de mayor puntaje), superar 
el período de prueba y obtener la calificación satisfactoria. Una vez culminadas todas 
estas etapas, el ya funcionario de carrera administrativa será inscrito en el registro 
público de carrera de la Comisión Nacional del Servicio Civil (Serrato Moreno, 2014). 
Por tanto, la carrera administrativa en Colombia se constituye como un 
principio constitucional en el que se protege el derecho al trabajo y la igualdad de 
acceso en las mismas condiciones. La Corte Constitucional ha fijado la importancia de 
la carrera administrativa en tres criterios: un criterio histórico, un criterio conceptual 
(carrera administrativa como principio constitucional), y un criterio de naturaleza 
teleológica, los que han sido desarrollados en la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional (C-588-2009 y C-673-2015), que disponen lo siguiente: 
El primero corresponde al criterio histórico, según el cual 
durante la historia del constitucionalismo colombiano ha 
existido una constante preocupación por establecer en las 
reformas constitucionales desde 1957 y en la ley, la 
preeminencia de la carrera administrativa frente a otras formas 
de selección de personal, ello con el fin de eliminar las 
prácticas clientelistas, el “amiguismo” o el nepotismo en la 
conformación de la burocracia estatal, y de establecer el 
ingreso de funcionarios eficientes para el cumplimiento de las 
finalidades del Estado a partir de la valoración del mérito de 
los aspirantes.  
El segundo criterio es de carácter conceptual y refiere al 
entendimiento de la carrera administrativa como un principio 
constitucional que tiene como aspecto nodal la consideración 
del mérito como base determinante para el ingreso, la 
permanencia y el retiro de los cargos del Estado.  
En ese sentido, como lo ha definido esta Corte, “el principio 
de la carrera administrativa cumple el doble objetivo de (i) 
servir de estándar y método preferente para el ingreso al 
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servicio público, y (ii) conformar una fórmula interpretativa 
de las reglas que versen sobre el acceso a los cargos del 
Estado, las cuales deberán comprenderse de manera tal que 
cumplan con los requisitos y las finalidades de la carrera 
administrativa, en especial el acceso basado en el mérito de 
los aspirantes”.  
El tercer criterio es de naturaleza teleológica, toda vez que 
se relaciona con las finalidades que cumple la carrera 
administrativa como eje preponderante en el andamiaje 
constitucional, como quiera que articula varios propósitos 
definidos por el constituyente, a saber: (i) permite el 
reclutamiento, a través de concursos de méritos, de personal 
óptimo y capacitado para el ejercicio de la función pública, 
con el fin de brindar transparencia, eficacia y eficiencia en la 
administración pública; (ii) materializa el derecho a la 
igualdad de los ciudadanos que aspiran al ejercicio de un 
cargo público (art. 13 de la Carta) y garantiza el respeto por la 
disposición constitucional según la cual todos los ciudadanos 
tienen derecho a acceder al desempeño de funciones y cargos 
públicos (art. 40 ibídem); y, (iii) proporciona una estabilidad 
laboral a los servidores que cumplen sus funciones con 
sujeción a la Constitución y a la ley (art. 53 ibídem). 
[Negrillas fuera de texto]. 
El desarrollo normativo y jurisprudencial ha permitido diseñar un marco 
jurídico de aplicación en el cual la regla general es que los empleos públicos en 
Colombia son de carrera administrativa, y su regulación le es aplicable a todas las 
etapas que comprende el empleo público; es decir, el ingreso, la promoción y el retiro 
que se sustentan sobre la base del criterio del mérito. 
En otras palabras, el sistema de carrera administrativa se estableció en primer 
lugar como una oportunidad de emplear al ciudadano en la administración pública por 
medio de un proceso de selección cimentado en una serie de principios como el 
mérito, la libre concurrencia de igualdad en el ingreso, la publicidad, la transparencia, 
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la imparcialidad de los órganos encargados de realizar los procedimientos de 
selección, la confiabilidad y validez de los instrumentos utilizados para verificar la 
capacidad y competencias de los aspirantes, y la eficacia y eficiencia en los proceso de 
selección. En segundo lugar, la carrera administrativa determinó al mérito como 
criterio orientador de la función pública, de lo que deviene el ingreso de los mejores 
aspirantes que lograron demostrar sus competencias y calidades en el correspondiente 
proceso de selección (concurso). Por último, el sistema de carrera administrativa se 
presenta como una garantía en la seguridad laboral del cargo, siempre y cuando se 
demuestre el desempeño esperado en el ejercicio del cargo. 
Habida cuenta de que el ingreso al sistema de carrera administrativa no debe 
ser con el objeto de ocupar un empleo determinado, sino de pertenecer a una 
colectividad de funcionarios con formación, experiencia y entrenamiento (Serrato 
Moreno, 2014), que satisfaga los intereses del Estado y, a la par, que el funcionario 
satisfaga sus intereses personales y profesionales, progresando en sus aptitudes 
laborales, entonces el objetivo no es que el aspirante se ancle en un solo cargo de la 
administración, sino que el sistema le permita la movilidad dentro del mismo. 
3.2. Sistemas específicos de carrera administrativa 
El artículo 4 de la Ley 909 de 2004 dispone un listado de sistemas específicos 
de carrera administrativa que, por la especialidad de las funciones que cumplen las 
entidades a las cuales se les aplica, contienen regulaciones específicas que no están en 
la citada Ley 909, sino que encuentran su desarrollo y regulación en normativas 
especialmente diseñadas para cada uno de ellos. 
Los sistemas específicos de carrera son: el que rige para el personal que presta 
sus servicios en el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC), reglado por 
el Decreto 407 de 1994. El que regula el personal de la Unidad Administrativa 
Especial de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), definido en el Decreto 765 de 
2005. El que regula el personal de las superintendencias, establecido en la Ley 775 de 
2005. El que regula el personal de servicios en el Departamento Administrativo de la 
Presidencia de la República, determinado en la Ley 780 de 2005. Por último, el que 
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regula el personal de la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil 
(AEROCIVIL), reglado por el Decreto 790 de 2005. 
La Corte Constitucional, en sentencia C-534-2016, ha señalado que la 
existencia de estos no implica un abandono de la regla general contenida en el artículo 
125 de la Constitución Política, sino, por el contrario, que se presentan como una 
reafirmación de la regla en condiciones especiales, pues en la búsqueda de la 
eficiencia y la eficacia se exige como condición necesaria de un capital humano 
calificado. 
3.3. Sistemas de carreras especiales 
Del mismo modo, la Constitución Política y la Ley 909 de 2004 determinaron 
ciertos sistemas específicos de carrera, que por su regulación especial son 
independientes de la Comisión Nacional del Servicio Civil. Por lo tanto, son sistemas 
técnicos de administración de personal creados por la Constitución Política para 
entidades que no pertenecen a la Rama Ejecutiva o creadas por la ley (DAFP, 2005). 
Las carreras especiales son: la carrera judicial, establecida en la Ley 270 de 
1996; la carrera en la Contraloría General de la República, definida en el Decreto 268 
de 2000; la carrera en la Fiscalía General de la Nación, regulada en la Ley 938 de 
2004; la carrera de la Procuraduría General de la Nación, señalada en el Decreto 262 
de 2000; la carrera de la Defensoría del Pueblo, reglada en la Ley 201 de 2005; y, la 
carrera en la Registraduría Nacional del Estado Civil, definida por la Ley 1350 de 
2009. 
4. Empleos de libre nombramiento y remoción 
La Ley 909 de 2004 se encargó de establecer, conforme a la Constitución 
Política, los empleos de libre nombramiento y remoción, recordando que esta 
categoría de empleo público se presenta como una de las excepciones contempladas en 
el artículo 125 del mandato constitucional. 
En efecto, el numeral 2 del artículo 5 de la Ley 909 de 2004 diferenció los 
empleos de libre nombramiento y remoción de los empleos de carrera administrativa, 
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señalando que cuando se esté frente a las siguientes situaciones se trata de un empleo 
de libre nombramiento y remoción: 
• Los de dirección, conducción y orientación institucionales, cuyo ejercicio 
implica la adopción de políticas o directrices en la administración central, 
descentralizada y órganos de control de los niveles nacional y territorial. 
• Los empleos cuyo ejercicio implica especial confianza, que tengan asignadas 
funciones de asesoría institucional, asistenciales o de apoyo, que estén al 
servicio directo e inmediato de los funcionarios descritos en el artículo 5, 
numeral 3, literal b de la Ley 909 de 2004. 
• Los empleos cuyo ejercicio implica la administración y el manejo directo de 
bienes, dineros o valores del Estado. 
• Los empleos que no pertenezcan a organismos de seguridad del Estado, cuyas 
funciones como las de escolta consistan en la protección y seguridad 
personales de los servidores públicos. 
Por su parte, la Corte Constitucional se ha encargado de dar la correspondiente 
interpretación a la excepción contemplada en el mandato constitucional (artículo 125), 
en el que se establece, en un primer momento, en sentencia C-195 de 1994, que la 
distinción de un empleo de libre nombramiento o remoción debe obedecer a los 
siguientes criterios: un fundamento legal, que no puede contradecir la esencia del 
sistema de carrera sin un motivo fundado; debe haber un principio de razón suficiente 
que justifique la excepción, siempre y cuando el desarrollo de la función del empleo 
de libre nombramiento exija confianza o implique una decisión política. 
En sentencia C-540 de 1998, la Corte establece que uno de los criterios por el 
cual se logra diferenciar esta categoría de empleo con los empleos de carrera 
administrativa es por medio de la discrecionalidad de la que gozan estos empleos, 
disponiendo lo siguiente: 
De otra parte, la Constitución prevé los empleos públicos de 
libre nombramiento y remoción, cuya situación es 
completamente distinta a los de carrera, pues para estos la 
vinculación, permanencia y retiro de sus cargos depende de la 
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voluntad del empleador, quien goza de cierta discrecionalidad 
para decidir libremente sobre estos asuntos, siempre que no 
incurra en arbitrariedad por desviación de poder. A diferencia 
de los empleos de carrera, en los de libre nombramiento y 
remoción el empleador tiene libertad para designar a personas 
que considera idóneas para la realización de ciertas funciones. 
Cuando no lo son, el Estado, que debe cumplir con sus fines 
de acuerdo con los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad (art. 209 CP), 
autoriza al empleador para reemplazarlos por otras personas 
cuya capacidad, idoneidad y eficiencia se adecuen a los 
requerimientos institucionales. 
En sentencia C-673 de 2015, la Corte Constitucional realiza un recuento de la 
jurisprudencia más importante en relación a la excepción de empleos de libre 
nombramiento y remoción, disponiendo que solo son empleos de libre nombramiento 
y remoción los cargos que se encuentren en la categorización realizada por la 
jurisprudencia, que en términos de la Corte son: 
(i) cargos que tengan funciones directivas, de manejo, 
conducción u orientación política o institucional, casos en los 
cuales la jurisprudencia ha aceptado que habida cuenta la 
naturaleza de la responsabilidad encomendada y los necesarios 
direccionamientos político-administrativos de las entidades, 
conviene que sean proveídos mediante instrumentos 
excepcionales, distintos al concurso público de méritos; 
o (ii) empleos que requieran un grado de confianza mayor al 
que se predica de la función pública ordinaria, en razón de la 
trascendencia y grado de responsabilidad administrativa o 
política de las tareas encomendadas (2015). 
De esta manera, el empleo de libre nombramiento y remoción se establece 
como la excepción a la regla general que debe cumplir con determinados criterios para 
su categorización; en cuanto a su provisión, estos se surten de acuerdo a la 
discrecionalidad con la que cuentan los nominadores para proveer el cargo, sin 
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desatender al mérito, calidad y competencia de quien entrará a desempeñar funciones 
en un cargo de esta categoría, pues este se supedita a garantizar que tiene todas las 
capacidades para su desempeño. 
5. Los empleos de naturaleza gerencial: La innovación de la Ley 909 de 2004 
En el camino de la renovación administrativa que se surtió a comienzos de la 
década anterior, el Estado dirigió sus acciones administrativas con el fin de generar 
resultados eficaces y eficientes en el marco de la implementación de las políticas 
públicas. Este repensar generó un sentir de responsabilidad en la administración, no 
solo por los resultados que se debían presentar, sino también por la reorientación en la 
relación con los ciudadanos puesto que la participación de esta se hizo mucho más 
notable mediante herramientas como la formulación de políticas públicas y la 
rendición de cuentas como resultados propios de la transparencia a la que está sujeta la 
actuación de la administración pública. 
En ese proceder administrativo, se planteó la necesidad de una gerencia 
pública dirigida a la obtención de resultados eficaces y eficientes, en términos de 
calidad y satisfacción representados en los índices de calidad de vida de los 
ciudadanos. Así pues, se crearon los empleos de gerencia pública cuya finalidad se 
tradujo en la capacidad de dirigir, orientar, conducir y tomar las decisiones 
conducentes a la realización de los propósitos institucionales u organizacionales 
(Puentes González, 2009). 
El referente en la regulación de esta categoría de empleo público es la Carta 
iberoamericana de la función pública, pues esta, formuló el tema de la gerencia 
pública en el capítulo quinto del documento elaborado por el CLAD, el cual estableció 
que los empleos de naturaleza gerencial son entendidos como: 
Aquel segmento de cargos de dirección inmediatamente 
subordinado al nivel político de los gobiernos, cuya función es 
dirigir, bajo la orientación estratégica y el control de aquél, las 
estructuras y procesos mediante los cuales se implementan las 
políticas públicas y se producen y proveen los servicios 
públicos. Se trata de una función diferenciada tanto de la 
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política como de las profesiones públicas que integran la 
función pública ordinaria (CLAD, 2003). 
Es de esta manera como la CIFP presentó los lineamientos dirigidos a las 
exigencias que debe contemplar el régimen aplicable a esta categoría de empleos, 
entre las cuales destacan: la definición de las competencias requeridas para el 
desempeño del cargo, así como los medios de acreditación de las mismas; las reglas de 
acceso al cargo, garantizando la profesionalización del empleo mediante un proceso de 
selección basado en los criterios de capacidad y mérito; las reglas de evaluación y de 
rendición de cuentas propias del empleo gerencial; las reglas de permanencia que 
vinculen los resultados de la gestión con garantías de protección frente a destituciones 
arbitrarias; y, los estímulos de la buena gestión pública (CLAD, 2003). 
Teniendo como punto de partida las directrices de la CIFP, la Ley 909 de 2004 
fue el instrumento normativo que le dio vida en Colombia a esta clase de empleo 
público, la cual fue reglamentada por los decretos 770 de 2005, 785 de 2005, 2484 de 
2006, 1227 de 2005, y 1083 de 2015, instrumentos que materializan la  gestión 
pública. 
Ahora bien, ¿qué se entiende por empleos de naturaleza gerencial? La Ley 909 
de 2004 y las directrices del Departamento Administrativo de la Función Pública (en 
adelante, DAFP) han logrado realizar un acercamiento a la noción de esta categoría, 
entendiendo que los empleos de naturaleza gerencial comprenden el grupo de empleos 
públicos con responsabilidad directiva en la administración pública de la Rama 
Ejecutiva, de los órdenes nacional y territorial, cuyos titulares son servidores públicos 
con altas capacidades profesionales, académicas y gerenciales, encargados de dirigir 
las acciones estratégicas y de coordinar la óptima ejecución de las metas, cumpliendo 
el plan estratégico de cada entidad (DAFP, 2015a). 
En este orden de ideas, el DAFP (2015a) es la entidad que se ha encargado de 
establecer los lineamientos de la Ley 909 de 2004 que deben regir para estos empleos. 
En consecuencia, ha señalado que los empleos gerenciales son: en primer lugar, los 
empleos del nivel directivo; en segundo lugar, los empleos de libre nombramiento y 
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remoción; y, tercero, ha hecho énfasis en que el ejercicio de estos empleos implica un 
alto grado de responsabilidad con la administración.  
Pues bien, estos empleos revisten una particularidad en el estudio del empleo 
público en Colombia, dado que, si bien el legislador los estableció como empleos de 
libre nombramiento y remoción, su provisión se aleja de cierto modo del spoil system, 
pues su designación no obedece a una decisión tomada al azar o para cumplir con 
compromisos electorales de algún partido político; por el contrario, la creación de 
estos empleos implica una búsqueda de candidatos que destaquen por sus calidades 
profesionales o técnicas y por su vocación al servicio a la comunidad 
(Parra Gutiérrez, 2005).  
Adicionalmente, la Ley 909 de 2004 reglamentó el ingreso a estos empleos 
procurando garantizar la profesionalidad mediante un proceso de selección que se 
encargue de evaluar el mérito y la capacidad de quienes aspiran a un empleo gerencial. 
Esta característica marca la diferencia con respecto de las otras modalidades de 
provisión de los demás empleos públicos, debido a que el artículo 49 de la ley de 
estudio determinó que el criterio de competencia profesional prevalecerá en el 
nombramiento del cargo, proceso en el cual se atenderá a los criterios del mérito, 
capacidad y experiencia como presupuestos para acceder al respectivo cargo. 
El DAFP (2015a) ha venido estableciendo una serie directrices en la gestión de 
los cargos de naturaleza gerencial, al establecer que los nominadores deben adoptar la 
vinculación a estos empleos mediante procesos de selección meritocráticos. 
Por consiguiente, los lineamientos del DAFP se han dirigido a estandarizar una 
planeación estratégica del empleo, contemplando como componentes: la organización 
del trabajo, la gestión del empleo, la gestión del rendimiento, la gestión de la 
compensación, y la gestión del desarrollo y de las relaciones humanas y sociales; los 
cuales sirven como parámetros para los nominadores a la hora de proveer las vacantes 
de los cargos gerenciales y establecer los deberes y beneficios a los que están sujetos 
quienes desempeñen tales cargos. 
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La gestión de estos empleos reviste de una connotación especial que se 
presenta en el ingreso, la movilidad y en el retiro del empleo. El DAFP (2015a) ha 
señalado que el criterio prevalente del ingreso será la competencia profesional, 
valorada desde el mérito, la capacidad y la experiencia profesional determinadas en un 
proceso de selección que puede comprender el desarrollo de pruebas 
comportamentales, pruebas de conocimientos, entrevistas y la valoración de los 
antecedentes académicos y profesionales. 
En esta primera fase del ingreso a los empleos de naturaleza gerencial, se logra 
evidenciar que el legislador contempló el merit system como herramienta para 
seleccionar a los aspirantes que entrarán a conformar la terna de elegibles para gerente 
seccional o regional, sin embargo, la competencia profesional pasa a un segundo plano 
en la segunda fase del ingreso, puesto que la designación del respectivo gerente 
obedece a una decisión discrecional del gobernador del departamento donde se 
encuentre ubicada la seccional o regional de la entidad que surtió el proceso de 
selección meritocrático. 
De igual manera, la Ley 909 de 2004 definió los parámetros de la gestión del 
rendimiento del empleo, la cual se realiza con la evaluación y los resultados de los 
acuerdos de gestión, estos entendidos como los instrumentos en los que se pactan, 
controlan y evalúan los compromisos entre el gerente y el superior jerárquico 
conforme al Plan Nacional de Desarrollo, al Plan Estratégico Sectorial, al Plan 
Estratégico Institucional y al Plan de Acción Anual. Momento en el que se identifican 
las fortalezas y los aspectos que se deben mejorar del gerente público (DAFP, 2015a). 
En esta instancia, la competencia profesional se reafirma pues con en ella se poneen 
evidencia el compromiso, la vocación y la responsabilidad en la fijación de las 
políticas públicas y la puesta en marcha de los planes y programas establecidos para el 
desarrollo de su función. 
Las directrices diseñadas por el DAFP han dado alcance a la Ley 909 de 2004 
y sus decretos reglamentarios al adecuar la gerencia pública a los presupuestos 
definidos en la CIFP. Es así como el régimen del empleo público de gerencia pública 
se ha estructurado sobre la base de unas reglas para el ingreso y el retiro a estos 
empleos, y unas reglas que garantizan la permanencia en el empleo mediante la 
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implementación de un sistema de evaluación de resultados concordantes a los 
principios de eficacia y eficiencia de la gestión pública.  
6. La situación actual del empleo público en Colombia 
La calidad de las políticas públicas y de los servicios prestados por la 
administración pública se encuentran estrechamente vinculadas con la calidad del 
servicio civil; en esta relación, el papel protagónico de los servidores públicos es 
esencial dado que son estos los encargados de generar una gestión pública efectiva, 
transparente y orientada por las necesidades de los ciudadanos (DAFP, 2017b). 
La Ley 909 de 2004 fue un paso importante para desarrollar la gestión pública 
orientada por los resultados, que a sus más de diez años de vigencia continúa 
avanzando con el propósito de adecuar un servicio civil —función pública— a las 
necesidades del Estado y a los estándares internacionales. 
Un aspecto a tener en cuenta es que para el año 2014 el empleo público 
(empleo del gobierno en general de las entidades y empresas públicas) alcanzó un 
promedio de 21,4 % del empleo total en los países miembros de la OCDE, un 12 % en 
promedio para los países de América Latina y del Caribe, en contraste con el caso 
colombiano que tan solo alcanzó el 4 % del empleo total del país (OCDE, 2016), 
teniendo en cuenta que esta cifra oficial no contempla al personal no incluido en 
nómina, situación que permite entrever cuál es el panorama del empleo público en 
Colombia respecto de los estándares internacionales. 
Pese a que el panorama presentado no deja a Colombia en una buena posición, 
debe de aclararse que Colombia ha realizado varios esfuerzos por mejorar su servicio 
civil, razón de ser de la expedición de la Ley 909 de 2004. 
Es válido decir que el servicio civil ha mejorado en los últimos años y que esta 
situación ha sido apreciada tanto por la OCDE como por el Banco Interamericano de 
Desarrollo (en adelante, BID), que de acuerdo con su índice de desarrollo del servicio 
civil es posible observar cuál ha sido la evolución del empleo público en Colombia, 
dicho análisis se empleó bajo los siguientes índices de medición de calidad: 
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• La eficiencia: evalúa el grado de organización de inversión en recursos 
humanos que presenta la función pública. 
• El mérito: evalúa la incorporación, la práctica y el uso de criterios de la 
profesionalización en la administración pública en sus diferentes políticas y 
prácticas. 
• La consistencia estructural: evalúa la solidez e integración del sistema en tres 
grados, coherencia estratégica, consistencia directiva o desarrollo de función 
directiva y consistencia de procesos. 
• La capacidad funcional: evalúa la capacidad del servicio civil, el 
comportamiento de los empleados, orientando los resultados hacia la mejora 
del servicio por medio de los aspectos de competencia, eficacia incentivadora y 
flexibilidad. 
• La capacidad integradora: examina la eficacia con que el servicio civil logra 
armonizar los intereses de los diferentes actores. 
Estos índices de calidad permiten evaluar aspectos como la planificación del 
empleo público, la organización del trabajo, la gestión del empleo público, la gestión 
del rendimiento, la gestión de la compensación, la gestión del desarrollo del empleo, y 
la gestión de los recursos humanos. En el caso de Colombia, la clasificación está en un 
grado intermedio de desarrollo, en una escala de cien puntos, como se presenta a 
continuación (véase la figura 1). 
Figura 1. Evolución de los índices del servicio civil en Colombia 
 
 
































Fuente: Banco Interamericano de Desarrollo, 2014. 
 
El desarrollo del servicio civil en Colombia obedece a la continuidad y al 
mejoramiento de la política de empleo público en el país. Es el resultado del trabajo de 
las entidades públicas, entre las que cabe destacar al Departamento Administrativo de 
la Función Pública (DAFP) como la entidad encargada de dirigir la política del empleo 
público en Colombia, sin desconocer las labores realizadas por otras entidades del 
sector administrativo. 
Ahora bien, Colombia se ha propuesto mejorar su servicio civil. Es un 
participante activo ante organizaciones internacionales como el CLAD y la OCDE, lo 
cual ha traído consecuencias positivas, pues mediante los diferentes documentos 
emitidos por estos organismos es posible revisar las falencias y los puntos a mejorar 
respecto del empleo público en contraste con los estándares de los sistemas de servicio 
civil desarrollado en otros países. 
En estos más de diez años de vigencia de la Ley 909 de 2004, el empleo 
público en Colombia ha avanzado en diferentes aspectos que han mejorado la gestión, 
organización y planificación del empleo público, así como en la inclusión de 
herramientas provenientes del modelo de NGP que pretende mejorar la organización 
administrativa y la prestación del servicio.  
Retomando el estudio de Longo (2008), Colombia se posiciona en un grado 
intermedio de desarrollo, dentro del cual su progreso más notable ha sido la 
implementación del criterio del mérito (véase la figura 1), el cual guarda relación con 
los otros índices de medición de calidad. 
La profesionalización del empleo público en Colombia ha sido uno de los 
puntos de mayor desarrollo; por una parte, se ha fomentado la implementación del 
criterio del mérito para el ingreso, la permanencia, el ascenso y el retiro del empleo 
público; y, por otra parte, se ha desarrollado la capacitación del servidor en razón a 
que por medio de estos dos criterios se garantiza la profesionalidad de la 
administración y de la prestación del servicio público. 
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El criterio del mérito se ha desarrollado en diversos aspectos, uno de ellos es 
su implementación en la fase de ingreso al servicio civil. La Comisión Nacional del 
Servicio Civil (en adelante, CNSC) ha sido la entidad encargada de establecer los 
lineamientos y dirigir las convocatorias públicas para los empleos de carrera 
administrativa. Hasta el año 2015se conocía que el 46 % de los empleos públicos 
habían sido provistos por el sistema de carrera administrativa (DAFP, 2015b). 
En el caso de los empleos de libre nombramiento y remoción, el DAFP, en su 
misión de impulsar el ingreso por mérito, ha evaluado los candidatos para los 
empleos: jefes de oficina de Control Interno, directores regionales o seccionales de 
entidades descentralizadas del orden territorial, y gerentes de empresas sociales del 
Estado. Asimismo, ha adelantado la convocatoria de los concursos públicos para la 
provisión de gerentes regionales o seccionales en los establecimientos públicos de la 
Rama Ejecutiva del orden nacional. 
La aplicación del criterio del mérito en la fase inicial del ingreso ha permitido 
que cada día mejoren los procesos de selección de los diferentes empleos; sin 
embargo, aún se presentan algunas falencias que retrasan estos procesos, como 
ejemplos cabe mencionar la organización logística para la celebración de los 
concursos, y una variación en los puntajes del concurso público que conllevó a una 
falta de estandarización en la metodología de evaluación. 
El otro aspecto que ha contribuido a que el criterio del mérito haya avanzado 
en relación con el índice del desarrollo civil es la aplicación del mérito en las etapas de 
ascenso, permanencia y retiro de la función pública. Nuevamente, se presenta una 
distinción que se da en el órgano competente para inspeccionar, vigilar y controlar el 
proceso de evaluación de desempeño de los servidores públicos. 
La evaluación de desempeño se aplica en los empleos de carrera administrativa 
en periodo de prueba, en los empleos de libre nombramiento y remoción, con 
excepción de los empleos gerenciales, y en los empleados que estén cumpliendo 
comisión de servicios en otra entidad, para los cuales rige el Acuerdo No. 565 de 2016 
de la CNSC que fija la aplicación del Sistema Tipo de Evaluación de Desempeño 
Laboral en simultaneidad con el Acuerdo No. 20161000000816 de 2016, que 
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establece los criterios y lineamientos para desarrollar los sistemas propios de 
evaluación de desempeño laboral que deben elaborar las entidades públicas sujetas a 
inspección, vigilancia y control por parte de la Comisión Nacional del Servicio Civil. 
Esta normativa demuestra que la CNSC asumió la responsabilidad de realizar la 
gestión de desempeño otorgando más flexibilidad a las organizaciones para que 
desarrollen sus propios instrumentos de evaluación. 
La evaluación de desempeño es una materialización del criterio del mérito y 
encuentra una regulación concreta en los acuerdos mencionados, pues en ellos se fijan 
el objeto, las reglas, el procedimiento y las consecuencias que se generan en la 
suscripción de las evaluaciones de desempeño. Con esta es posible adquirir los 
derechos de carrera administrativa, permanecer en el servicio, acceder a encargos, 
comisiones o ascender en la carrera administrativa, también da la posibilidad de 
acceder a ciertos beneficios e incentivos, y el retiro de aquellos funcionarios que no 
cumplan las metas establecidas en el desarrollo del empleo. Esta herramienta permite 
a la administración determinar sus debilidades y crear un plan de mejoramiento, ya sea 
para los procesos de selección de personal o para capacitar a los servidores públicos 
(CNSC, 2016a). 
Contrario a lo que sucede con motivo de la competencia de la CNSC, en los 
empleos de gerencia pública la situación es diferente, pues los nominadores son los 
encargados de suscribir con los gerentes los denominados acuerdos de gestión, que 
tienen por objeto verificar el cumplimiento de las metas establecidas por los gerentes 
por un periodo anual. El DAFP ha adelantado el seguimiento de la suscripción de los 
acuerdos de gestión, que año por año solicita a las entidades públicas con el objeto de 
conocer su proceso de evaluación, el cual debe regirse por las disposiciones de la Ley 
909 de 2004 y las directrices emitidas por el DAFP; sin embargo, el resultado 
obtenido en los acuerdos de gestión no garantiza la permanencia en el empleo o la 
posibilidad de ascender a un empleo con mejores condiciones. 
Han sido varias las acciones para mejorar el servicio civil en Colombia en 
cuanto a planificación, organización, cualificación del empleo público, y, en general, 




● Respecto de la política de incentivos en el servicio civil, el DAFP ha dado 
continuidad al programa de incentivos a la gestión pública mediante la 
convocatoria de experiencias al Banco de éxitos y al Premio Nacional de Alta 
Gerencia.  
Da igual forma, el DAFP ha venido trabajando y promocionando la política de 
estímulos al servidor público con el “Plan de estímulos e incentivos” al que se 
accede por obtener un resultado satisfactorio en las evaluaciones de 
desempeño. Uno de sus resultados más recientes fue el programa del año 2016 
“Servimos”, que contempla como objetivos aumentar el bienestar del servidor 
público mediante una serie de beneficios acordados con otras entidades del 
sector público. 
● En relación con el criterio de capacidad y fortalecimiento institucional se ha 
desarrollado el “Sistema de competencias”, proceso que ha tenido por objeto 
desarrollar y mejorar el Sistema Nacional de Competencias Laborales en 
cumplimiento de lo establecido en el Documento CONPES 3674 de 2010, 
“Lineamientos del sistema de formación de capital humano”, con el fin de 
identificar las competencias laborales requeridas en el sector público. 
El logro más reciente en esta vertiente ha sido la actualización del “Plan 
nacional de formación y capacitación”, que mediante Resolución No.390 de 
2017contempló la vigencia del plan por el término dediez años.El plan traza 
“un conjunto de lineamientos y prioridades de política que buscan orientar a 
las entidades en el orden nacional y territorial en la formulación de acciones 
que promuevan el desarrollo de la gestión pública; a través del fortalecimiento 
y desarrollo de capacidades y competencias de sus servidores bajo criterios de 
equidad e igualdad en el acceso a la capacitación”. (DAFP, 2017a). 
La implementación de esta política ha permitido fortalecer los procesos de 
formación, capacitación y entrenamiento de quienes conforman la función 
pública, en especial la de los niveles directivos, pues para el caso de los 
empleos de gerencia pública estos implican la realización de resultados 
eficientes y eficaces por medio del conocimiento y del buen uso de los 
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recursos para el cumplimiento de metas y fines planteados por cada entidad 
pública (DAFP, 2017a). 
En este mismo proceso, el DAFP ha desarrollado un programa de 
fortalecimiento de capacidad institucional con el cual ha asesorado a diferentes 
entidades del sector público sobre la modificación en la estructura de las 
entidadesen la planta de personal, nomenclatura y descripción de funciones, 
todo con el fin de fortalecer a las administraciones. 
• En relación a la gestión del empleo público, el DAFP ha venido capacitando a 
diferentes entidades públicas con el objeto de dar cobertura total en la 
implementación del Sistema de Información y Gestión del Empleo Público 
para el Estado (SIGEP). 
● En los últimos años se han generado varios instrumentos normativos que han 
mejorado el servicio civil en Colombia, y que se enuncian a continuación: el 
Decreto 1785 de 2014 estableció las funciones y requisitos generales de los 
empleos públicos en los distintos niveles jerárquicos; el Decreto 1083 de 2015, 
reglamento único del sector de la función pública, el cual se presenta como una 
compilación de la reglamentación complementaria, ha sido objeto de adición y 
modificación por el Decreto 648 de 2017 que consagra la competencia y 
procedimiento para el nombramiento y provisión de los empleos públicos, los 
requisitos generales para vincularse al servicio público, y regulación sobre las 
situaciones administrativas; y, finalmente, se encuentra el Decreto Ley 894 de 
2017, que regula el empleo público para la paz, respecto del ingreso a la 
función pública en el posconflicto. 
Son varios los logros que se han obtenido en materia del empleo público, ellos 
reflejan que en Colombia hay una clara voluntad política de contar con un sistema 
basado en el mérito, cuya aplicación ha sido clave en el servicio público de carrera y 
en los métodos establecidos para la selección de cargos de gerencia pública (OCDE, 
2014). 
No obstante, son varios los retos a los que se enfrenta Colombia. En relación 
con la garantía del principio del mérito, deberá de mejorar su organización logística 
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para la celebración de los concursos públicos en los empleos de carrera administrativa, 
y realizar una distinción más clara entre los nombramientos políticos y los 
nombramientos administrativos, puesto que este aspecto es una de las deficiencias que 
se observa en los empleos gerenciales (OCDE, 2014). Adicional a ello, debera 
fortalecer la implementación de la carrera administrativa, en el sentido de que que no 
se intenten volver en empleos permanentes  las figuras de la provisionalidad y el 
encargo a través de leyes o reformas constitucionales, pues lo anterior perjudica la 
implementacióndel principio del mérito en los procesos de selección, y por tanto, 
afecta al empleo público, tal y como fue concebido por el legislador (Isaza, 2014). 
Finalmente, el proceso de adhesión a la OCDE ha sido fructífero para el 
régimen del empleo público, ha fortalecido la gestión, la planificación y la 
profesionalización del empleo público. si se espera que las medidas tomadas por 
Colombia en los últimos años hayan permitido que se eleven los índices de desarrollo 
del servicio civil de modo que nos acerquemos cada vez más a los estándares 
internacionales en materia de empleo, específicamente en el empleo público. 
Para la fecha en que se realizó esta investigación, se conoce de la existencia de 
un proyecto de ley ante el Congreso de la República que pretende modificar algunos 




CAPÍTULO III: PRINCIPIO DEL MÉRITO 
El buen funcionamiento del Estado requiere, entre otras, una administración 
pública con recursos que garanticen la ejecución de sus actividades; indiscutiblemente, 
el recurso humano juega un papel importante, ya que dependiendo de las 
competencias del personal de la administración pública se materializan—en sentido 
general—los fines del Estado. 
El mérito se ha desarrollado como un principio de rango constitucional, que 
permite que quienes representen los cometidos del Estado sean aquellos que por 
medio de un proceso de selección demuestren ser los más idóneos y capaces de ocupar 
el cargo al que aspiraron. En consecuencia, el principio del mérito, además de 
garantizar la profesionalidad de la función pública, propone de igual manera hacer 
efectivo el principio sustancial de igualdad en las relaciones laborales públicas en 
todas las etapas que comprende el servicio civil: ingreso, ascenso, permanencia y 
retiro de la función pública (Vergara Mesa, 2011). 
Ahora bien ¿Qué se entiende por mérito?, según el diccionario de la Real 
Academia Española, el mérito es “el resultado de las buenas acciones que hacen digna 
de aprecio a una persona“, definición que en la esfera de la administración es 
semejante, toda vez que el mérito es entendido como la excelencia, idoneidad y 
capacidad que demuestra una persona como consecuencia de sus talentos y aptitudes, 
aspectos que al ser evaluados permiten la elección de los mejores que pretendan 
acceder a un empleo público (Serrato Moreno, 2014) por medio de un concurso 
público, imparcial y transparente. 
Y para la persona que tiene aspiración de gestionar lo público, es necesario que 
demuestre que cuenta con calidades académicas, de experiencia, de formación en lo 
público, de vocación de servicio, de alto compromiso con la labor y con una alta 
capacidad de manejar asuntos públicos bajo principios éticos y de moralidad pública, 
lo que lo hará acreedor al derecho de que se le reconozca que cuenta con el mérito, 
que se constituye en el poder real, esto es con la capacidad al nivel de excelencia para 




En este orden de ideas, el mérito se caracteriza por ser el principio que rige en 
primicia el ingreso y la permanencia en la carrera administrativa, pero que debido a la 
regulación normativa y a los alcances que le ha dado la jurisprudencia le es aplicable a 
los empleos de libre nombramiento y remoción. 
En efecto, el principio del mérito acoge relevancia en los procesos de selección 
de personal. De una parte, se garantiza el acceso de todos los ciudadanos a ingresar al 
servicio público en condiciones de igualdad, en el que el mérito se presenta como su 
condición predominante, siguiendo los principios de publicidad, imparcialidad y 
transparencia que revisten los procesos de selección en los concursos públicos. Por 
otra parte, el principio en mención, procede como garantía de los derechos 
fundamentales de los ciudadanos (Vergara Mesa, 2011). La selección del personal que 
conforma la función pública, a través del mérito, de alguna forma busca que los 
intereses del Estado estén representados por funcionarios cuyo perfil académico, 
profesional, personal, cultural y social se adecúe a los requerimientos de la función 
pública, con lo cual, en cierta medida, se permeabiliza la debida prestación del 
servicio en términos de eficacia y eficiencia. 
1. Contexto histórico 
El criterio del mérito tiene su origen en los sistemas de empleo público francés 
y estadounidense, circunstancia que resulta importante presentarla como contexto 
histórico ya que algunos de los elementos presentados en estos países tienen 
incidencia en la aplicación del mérito en Colombia. 
El sistema de ingreso al empleo público en Francia se caracteriza por reclutar 
al aspirante que cumpla con determinado perfil señalado por la ley, con el objeto de 
que su servicio sea acorde con los fines propuestos por el Estado (Puentes González, 
2008). El perfil del servidor público se garantiza por medio del mérito, bien sea en la 
etapa previa de selección que asegura que los mejores aspirantes ingresen al sistema 
de carrera o durante el ejercicio satisfactorio por parte de quienes ya son funcionarios 
adscritos al servicio. 
El sistema de Estados Unidos tiene raíces en las nefastas consecuencias del 
botín político, el cual consistía en la entrega de cargos públicos a personas que 
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prestaron su colaboración en las contiendas electorales. La transición del padrinazgo 
político a un sistema de mérito tuvo como consecuencia la expedición del Pendlenton 
Act en 1883 que creó la Comisión del Servicio Civil, que entre sus funciones 
comprendía la valoración de las competencias del aspirante y la finalización del 
sistema de padrinazgo político. Y, la Civil Service ReformAct en 1978, en cuanto 
sustituyó a la Comisión del Servició Civil por la Oficina de Personal y la Junta 
Directiva de Méritos. Este sistema se caracteriza en cuanto el aspirante se selecciona 
para un cargo y no para un servicio. (Puentes González, 2008). 
Este contexto nos permite señalar tres sistemas de servicio civil acordes con 
los modelos de administración pública, previstos en la historia moderna: el primero, el 
servicio civil de mérito de origen del modelo webberiano, que adopta el criterio del 
mérito como la mejor herramienta para reclutamiento de personal; el segundo, el 
denominado padrinazgo o patronista político, que se caracteriza por utilizar el empleo 
público como instrumento de intercambio de favores: lealtad política a cambio de 
suministro de empleo; y, tercero y último, el servicio civil gerencial, acorde con los 
presupuestos de la NGP que da alcance o extiende la aplicación del criterio del mérito 
para la selección e ingreso de los funcionarios de libre nombramiento y remoción, 
esto, como una medida que permite flexibilizar a la administración pública. (Saavedra 
Echeverry, 2014). 
En Colombia, el ingreso al sistema a la administración pública ha sido uno de 
los logros más notables de fines del siglo pasado e inicios del presente en cuanto ha 
adoptado el merit system para la carrera administrativa, el spoil system para los 
empleos de libre nombramiento y remoción, y un modelo que acoge los dos sistemas 
para el denominado empleo gerencial, regulado por la Ley 909 de 2004. 
2. Los antecedentes del mérito en Colombia 
La Constitución Política de 1991 fijó como regla general que los empleos 
públicos en Colombia son de carrera administrativa, y que el ingreso está supeditado a 
la valoración del mérito en un concurso abierto y público que se constituye como el 
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pública, salvo las excepciones establecidas en el artículo 125 del mandato 
constitucional. 
La Corte Constitucional establece que mediante el concurso de méritos los 
ciudadanos ponen en consideración de las autoridades del Estado su intención de hacer 
parte de la administración pública, para lo cual se tendrá como análisis su hoja de 
vida, sus estudios, experiencias y calidades en general, con el que se impiden 
tratamientos discriminatorios injustificados en el acceso al servicio público (C-673-
2015). 
La Constitución de 1991 se encargó de establecer el criterio del mérito como 
pilar orientador del ingreso a la función pública, cuya protección la realiza la 
Comisión Nacional del Servicio Civil y la Corte Constitucional. La primera, 
responsable de administrar y vigilar el sistema de carrera (artículo 130, Constitución 
Política); y la segunda, responsable de salvaguardar los mandatos constitucionales del 
empleo público, que en su amplia jurisprudencia ha definido el principio del mérito y 
de la carrera administrativa como principios de rango constitucional. 
Sin embargo, en relación con el desarrollo normativo y jurisprudencial sobre el 
principio del mérito en la función pública, resulta oportuno mencionar algunos 
antecedentes de su regulación en Colombia, que han permitido que al día de hoy le 
sean aplicables tanto a los empleos de carrera administrativa como a los empleos de 
libre nombramiento y remoción. 
El primer antecedente que merece una observación es el propiciado, a 
principios del siglo XX, por Rafael Uribe Uribe, quien intentó convencer al país de la 
necesidad urgente de formar, seleccionar, organizar y gestionar un servicio civil que 
impulsara programas de desarrollo económico y social de los gobiernos de turno 
(Puentes González, 2008). 
El segundo antecedente es el proceso legislativo en relación a la carrera 
administrativa y la aplicación del mérito como garantía de ingreso al servicio público 
entre los que resaltan, en orden cronológico, los siguientes: la Ley 165 de 1938, por la 
cual se creó la carrera administrativa; la reforma plebiscitaria de 1957, que se propuso 
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reorientar la función pública en aras de garantizar los intereses del Estado sobre los 
intereses de los políticos de turno, como medida preventiva del padrinazgo político y 
forma de provisión de la mayoría de los empleos públicos en Colombia; seguidas de 
los decretos 2400 de 1968, 1950 de 1973 y 583 de 1984, y la Ley 61 de 1987, 
normativas que regularon aspectos importantes en relación con la carrera 
administrativa, al concurso público de méritos y la capacidad y el mérito (Younes, 
2013), como antecedentes importantes a mencionar del sistema de carrera y del 
criterio del mérito. 
Finalmente, el tercer antecedente, y el más importante, se dirige a los debates 
de la Asamblea Nacional Constituyente de 1991, ya que llegó a un grado de consenso 
respecto de las modalidades de provisión de los cargos públicos al considerar que el 
sistema de carrera era ineficiente por cuanto se presentaba el mismo problema de la 
Ley 165 de 1938. La provisión de los empleos en la modalidad de padrinazgo político 
o spoil system era mayor que los provistos en carrera administrativa (Vergara Mesa, 
2011), de ahí el interés de la constituyente por modificar esa situación, buscando 
profesionalizar el empleo público mediante el establecimiento de unas reglas y 
principios constitucionales que rigieran el empleo público en Colombia, el producto 
de este pensamiento legislativo se materializó en las leyes 27 de 1992 y 443 de 1998, 
normas derogadas por el actual régimen de empleo público de la Ley 909 de 2004. 
A lo largo de estos años, la jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha 
encargado de definir los alcances del principio del mérito en el empleo público, 
principalmente en la carrera administrativa, conforme se evidencia en algunas de sus 
sentencias, entre las cuales se destacan las sentencias C-588-2009 y C-673-2015, al 
disponer que: 
el mérito constituye una piedra angular sobre la cual se funda 
el sistema de carrera administrativa, habida cuenta que evalúa 
la capacidad del funcionario público como factor definitorio 
para ocupar el cargo, comprobando en el proceso de selección 
las calidades académicas, la experiencia y las competencias 
requeridas para el desempeño de un empleo público. 
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Sin embargo, el criterio expuesto por la Corte Constitucional no ha sido 
restrictivo en su aplicación, pues el alto tribunal ha sido claro en señalar que a los 
empleos de libre nombramiento y remoción también les es aplicable el mérito y la 
capacidad, que en términos de la sentencia C-673-2015, se contextualiza así:  
La Sala estima que incluso en los cargos públicos que el 
legislador ha definido excepcionalmente como de libre 
nombramiento y remoción, se debe garantizar la idoneidad y 
los conocimientos específicos que se requieran para el 
cumplimiento de las funciones públicas, es decir, la persona 
nombrada debe contar con las capacidades suficientes para el 
ejercicio de la función. 
En este punto, cabe aclarar que a pesar de los grandes esfuerzos por catalogar 
al mérito como un principio orientador de la función pública, este afronta problemas 
que obstruyen el ideal plasmado en el mandato constitucional, y representa una de las 
limitantes de la función pública. 
3. Los problemas a los que se enfrenta el principio del mérito 
Como se ha expuesto a lo largo del presente estudio, la aplicación del principio 
del mérito, ha sido uno de los mecanismos, del que se han valido las sociedades 
modernas, como forma de contrarrestar acciones que afectan la moralidad 
administrativa en lo público, que se clasifican como no buenas prácticas 
administrativas, dentro de las cuales se encuentra la denominada corrupción. 
La corrupción es uno de los grandes obstáculos a los que se enfrenta la 
administración pública y por tanto el principio del mérito se ve amenazado ante la 
concurrencia de prácticas corruptivas. 
Es así que, entre los proyectos de la NGP, se propuso implementar 
mecanismos que contrarrestaran este fenómeno. La corrupción, en sus diversas 
modalidades, ha sido uno de los puntos de mayor relevancia en la agenda política de 
los estados y de la comunidad internacional, al respecto se han elaborado diferentes 
mecanismos que se han preocupado por mitigar sus efectos, por ejemplo, la 
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Convención Interamericana Contra la Corrupción de la Organización de los Estados 
Americanos (en adelante, OEA) de 1996 y la Convención de las Naciones Unidas 
Contra la Corrupción, de 2004. 
A la par del marco internacional, la corrupción ha sido uno de los puntos más 
importantes en la agenda pública de los diferentes gobiernos durante las últimas dos 
décadas en Colombia. Pues bien, en la Asamblea Nacional Constituyente de 1991 la 
corrupción ya se debatía como uno de los obstáculos en los logros de los fines del 
Estado, que como se anotó en el acápite anterior, fue uno de los principales puntos de 
concentración para el replanteamiento de la organización del Estado y la estructura del 
empleo público. 
En este orden de ideas, desde hace veinticinco años, la corrupción ha sido uno 
de los puntos trascendentales de trabajo en Colombia, en el que se ha surtido un 
proceso legislativo de ratificación de las convenciones de la OEA y la ONU, la 
expedición de estatutos que regulan la administración pública y el empleo público, la 
creación de regímenes de responsabilidad fiscal y de responsabilidad disciplinaria, y la 
creación de un estatuto anticorrupción (Ley 1474 de 2011) como medidas para 
contrarrestar practicas corruptivas. 
Diferentes gobiernos se centraron en establecer instrumentos e instituciones 
que se presentaran como un muro de contención contra la corrupción (Isaza, 2011), 
entre de los cuales cabe resaltar el “Programa de renovación administrativa”(PRAP) 
del gobierno del expresidente Álvaro Uribe Vélez, y la creación de instituciones como 
la Secretaría de la Transparencia, y la Alta Consejería para el Buen Gobierno; estas 
dos últimas fueron creadas en el gobierno de Juan Manuel Santos, instrumentos que 
sumaron esfuerzos por implementar políticas públicas que plantearan medidas de 
prevención contra las prácticas corruptivas. 
La Directiva 10 de agosto 20 de 2002 de la Presidencia de la República de 
Colombia, estimaba que la legitimidad del Estado había sido lesionada como 
consecuencia de la corrupción, el clientelismo y la politiquería. Por lo que encontró 
necesario dirigir sus esfuerzos para luchar contra estas prácticas indebidas, con una 
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política para la construcción del denominado Estado comunitario, dentro del cual 
surgió la reforma de la administración pública. 
De otra parte, el concepto de corrupción ha sido desarrollado en la literatura en 
diversas formas; en este sentido, para Carolina Isaza (2011) la corrupción es un “acto 
que viola las reglas de comportamiento, y que a su vez compromete los recursos 
públicos y el interés general en provecho de particulares”. Nicolás Javier Jaramillo 
(2011) lo define como “una acción o relación que beneficia inapropiadamente a 
algunos actores en amenaza de la realización de lo público”. Y, para Víctor Mauricio 
Castañeda (2016), la corrupción es “la desviación de las actuaciones políticas y 
burocráticas en relación con el comportamiento que los ciudadanos esperan de 
aquellos que representan la función pública”. Las definiciones dadas anteriormente 
contemplan elementos que para el desarrollo de esta investigación resultan ser 
trascendentales en el análisis de la corrupción. 
Un dato interesante para tener en cuenta es que los índices de percepción de 
corrupción en Colombia son muy altos; así, en el año 2016,el país ostentaba el puesto 
90 entre el total de los 176 países que configuran el ranking internacional, con una 
puntuación de 37 puntos de percepción de corrupción, en el cual la escala de 0 
representa altos grados de corrupción y 100 representa bajos grados de corrupción 
(datos de Transparencia Internacional). 
Ahora bien, para el presente trabajo investigativo se aborda una de las 
modalidades de corrupción que ha sido denominada por la literatura como “la 
manipulación en los procesos electorales para ubicar en los cargos políticos y 
administrativos a funcionarios comprometidos con grupos y personas interesadas en 
beneficiarse con el aparato administrativo del Estado” (Maldonado Copello, 2011), 
que en la historia de Colombia se ha manifestado por medio de prácticas clientelistas. 
Estas prácticas definidas por José Manuel Cerdas (2014) como el fenómeno en 
el que se intercambian favores entre los actores sociales, bajo la figura del clientelismo 
patrón-cliente, en una situación jerarquizada de dominación en el que se representa un 
desigual acceso al poder y se dispone de los recursos del capital social, simbólico y 
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económico mediante un intercambio de beneficios que generalmente pone en una 
situación de ventaja al patrón. 
En este entendido, la literatura permite entrever que en la historia se han 
desarrollado conductas clientelistas que se sintetizan en: el clientelismo 
desinstitucionalizado, el clientelismo de los partidos políticos y el clientelismo desde 
las instituciones del Estado (Barón, 2015). El primero refiere a la creación de círculos 
con potestad de controlar el poder local; el segundo se refiere al clientelismo de los 
partidos políticos, que se manifiesta por medio de acciones en cabeza de los políticos 
con el objeto de intercambiar favores: hospitalidad, empleo o protección, apoyo 
político electoral; y, el tercero, se refiriere a la categoría del clientelismo, que se 
relaciona con el empleo de las políticas públicas por parte del gobernante de turno con 
el fin de obtener lealtad política de parte de los diferentes actores sociales. 
Es entonces así, que el clientelismo podría presentarse como un riesgo en el 
desarrollo de la selección por méritos en los concursos públicos, independiente de la 
categoría de empleo público que sea, sin embargo, ello podría mitigarse con un actuar 
denunciante activo por parte de la ciudadanía a fin de  evitar  que se  menoscabe el 
interés público y la función pública. 
En consecuencia, esta práctica representa un obstáculo en la aplicación del 
principio del mérito. En el desarrollo de los concursos públicos de ingreso a la carrera 
administrativa y en los procesos de meritocracia en los empleos de naturaleza 
gerencial quehan presentando dos situaciones que entorpecen los procesos y 
desvirtúan las garantías constitucionales del empleo público en Colombia. La primera 
se presenta durante el desarrollo de todas las etapas de los concursos públicos y 
consiste en que, a razón de la complejidad en la logística, surgen problemas desde la 
etapa de inscripción hasta la presentación misma de la prueba. La segunda situación 
tiene que ver con los pronunciamientos de la jurisdicción constitucional que han 
dejado sin valor algunas convocatorias por encontrar vicios de inconstitucionalidad en 
las normas en los que se fundamentan. 
Estas dos situaciones conllevan a que los concursos se extiendan en algunas 
etapas por tiempos poco razonables y que los cargos disponibles sean provistos en 
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provisionalidad o se sustituya la vinculación de personal con la modalidad de contrato 
de prestación de servicios, que es donde se observan las mayores prácticas clientelistas 




CAPÍTULO IV: ANÁLISIS DE CASOS Y RESULTADOS DE 
INVESTIGACIÓN 
1. Precisiones metodológicas 
Para presentar los casos y los resultados que surgieron de los datos a examinar 
se solicitó previamente la información al Departamento Administrativo de la Función 
Pública; lo anterior con el fin de contar con información oficial sobre los procesos de 
meritocracia adelantados para la provisión de los empleos de naturaleza gerencial.A 
partir de esta información, la investigación observa el desarrollo y eficacia de los 
procesos meritocraticos. 
Con el fin de determinar el panorama actual de los procesos de selección en los 
empleos de naturaleza gerencial, se recurrió al siguiente interrogante: ¿cuáles son los 
sectores y sus respectivas entidades del nivel nacional que han empleado los procesos 
de meritocracia en los empleos de naturaleza gerencial? 
El Decreto 1972 de 2002 establece que la designación de directores o gerentes 
regionales o seccionales, o de quienes hagan sus veces, en los establecimientos 
públicos de la Rama Ejecutiva del orden nacional, se debe realizar por medio de un 
proceso de selección público y abierto. De acuerdo a la información obtenida, los 
siguientes sectores y entidades han adelantado procesos de selección meritocráticos 
para la designación de gerente o director: 
• Sector trabajo: Servicio Nacional de Aprendizaje (Sena). 
• Sector función pública: Escuela Superior de Administración Pública (ESAP). 
• Sector estadístico: Instituto Colombiano Agustín Codazzi (IGAC). 
• Sector agricultura y desarrollo rural: Instituto Colombiano Agropecuario ICA e 
Instituto Nacional de Desarrollo Rural (Incoder). Entidad liquidada. 
• Sector transporte: Instituto Nacional de Vías (Invías). 
• Sector inclusión social y reconciliación: Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar (ICBF). 
Conforme a esta información, podemos observar que son pocas las entidades 




Para efectos de esta investigación se tomaron dos casospara análisis en una de 
las entidades que ha hecho uso de estos procesos. La entidad seleccionada como 
ejemplo es el Instituto Colombiano Agropecuario (ICA), que desde la entrada en 
vigencia del mencionado Decreto1972 de 2002 hasta la vigencia 2018ha realizado 42 
procesos para seleccionar a los gerentes públicos de la misma entidad; de los cuales, 
uno fue cancelado por la misma entidad, 18 fueron declarados desiertos y 23 
culminaron con la designación de gerentes en los diferentes departamentos del país, tal 
y como se presenta en la figura, en la cual se observa que solo el 54 % de los procesos 
realizados en esa entidad han logrado culminar con la designación de un gerente 
público. 
Figura 2. Proceso de selección para la provisión de los empleos de gerencia en el 
Instituto Colombiano Agropecuario desde el año 2012. 
 
 
Fuente: Elaboración propia con dato del Departamento Administrativo de la Función 
Pública. 
En este entendido, la presente investigación abordará dos procesos de 
selección, de los cuales se analizará y observará su comportamiento respecto de su 
desarrollo en cada una de las pruebas que comprenden el concurso público.  
2. Casos y resultados 
El Decreto 1972 de 2002 materializa el sistema de meritocracia para proveer 













directores o gerentes regionales o seccionales serán escogidos por el gobernador del 
departamento donde esté ubicada físicamente la seccional o regional de la entidad, de 
terna enviada por el representante legal del establecimiento público respectivo, la cual 
deberá estar integrada por personas que cumplan con los requisitos exigidos en el 
manual de funciones y los requisitos de la entidad, y cuyos candidatos hayan superado 
el proceso de selección, basado en el criterio del mérito. 
El artículo segundo del mencionado decreto establece que el proceso de 
selección para designar a los gerentes seccionales o directores regionales tendrá en 
cuenta criterios de mérito, capacidad y experiencia para el desempeño del empleo, y 
por lo menos deberá comprender la aplicación de una o varias pruebas dirigidas a 
evaluar los conocimientos o aptitudes requeridos para el desempeño del empleo. Las 
pruebas deben constar de exámenes de conocimientos y habilidades gerenciales, una 
entrevista, y una valoración de antecedentes de estudio y experiencia, que se realizarán 
bajo los criterios de objetividad, transparencia, imparcialidad y publicidad. 
De esta manera, la presente investigación centra su objeto de desarrollo en los 
procesos de meritocracia adelantados en los empleos de naturaleza gerencial, que para 
el caso serán los provistos en dos procesos realizados por el Instituto Colombiano 
Agropecuario (ICA) en los años 2013 y 2016, conforme a la información que reposa 
en la base de datos del Departamento Administrativo de la Función Pública, de los 
cuales se procederá a revisar el comportamiento y los resultados que demuestran el 
desarrollo del proceso de selección y designación. 
2.1 Caso N.º1 
En el año 2013, el ICA en convenio con el DAFP realizó el concurso de 
méritos público y abierto para la conformación de la lista de candidatos a la terna para 
proveer el cargo denominado gerente seccional del Instituto Colombiano 
Agropecuario (ICA) en el departamento del Valle del Cauca, según convocatoria 
pública N.° GS 03-2013, que fue publicada en la página web del DAFP el17 de 
febrero de 2013. 




Fuente: Departamento Administrativo de la Función Pública, 2013. 
 
La convocatoria en mención delimitó los criterios de evaluación y los 
parámetros establecidos en la práctica de las diferentes pruebas contempladas en el 










































Entre los requisitos exigidos a los concursantes para la convocatoria objeto de 
análisis, esto es la convocada en el año 2013, se dispuso que debían contar con una 
experiencia profesional de 44 meses, y en educación requirió una educación formal 
de: título profesional en Agronomía, Administración Agropecuaria, Ingeniería 
Agronómica, Medicina Veterinaria y Zootecnia, Zootecnia, Derecho, Ciencias 
Políticas y Sociales, Administración Pública, Administración de Empresas o 
Economía. 
A continuación, se presentan los resultados de las pruebas desarrolladas por el 
Departamento de la Administración Pública en la mencionada convocatoria: pruebas 
de conocimiento, pruebas de habilidades gerenciales y valoración de antecedentes, que 
para el año 2013 arrojaron los siguientes resultados (véase la tabla 2). 
Tabla 2. Consolidado de resultados de tres (3) de las pruebas adelantadas en el proceso 
metitocrático, así: Pruebas de conocimientos, Pruebas de habilidades gerenciales y 












5	 1	 19,20	%	 29,05	%	 5,80	%	 54,05	%	
4	 2	 19,20	%	 29,05	%	 8-00	%	 56,25	%	
3	 3	 18,60	%	 29,75	%	 6,80	%	 55,15	%	
2	 4	 23,40	%	 31,50	%	 6,80	%	 61,7	%	
1	 5	 24,60	%	 31,15	%	 9,04	%	 64,	79	%	
Fuente: elaboración propia con datos del Departamento Administrativo de la Función 
Pública. 
En estas tres primeras pruebas se observa que el promedio de porcentaje —de 
los resultados obtenidos porel total los aspirantes evaluados que aprobaron las 
pruebas— fue del 58,38 %, respecto del 75 %evaluado del total de las pruebas, del 
cual cabe resaltar que, de los cinco participantes, solo dos superaron el promedio 
mencionado, estos fueron, el participante 4 con el 61,7 % y el participante 5 con 
el64,79 %, quienes se destacaron en esas tres primeras pruebas practicadas. 
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Para la prueba de conocimientos, el promedio de los resultados fue de 21%, y 
se destaca que el participante 4 (23,40 %) y el participante 5 (24,60 %) se alejaron de 
la mediana de los resultados equivalente al 19,2 %. 
En cuanto la prueba de habilidades gerenciales, el promedio de los resultados 
fue de 30,1%, en el que de igual forma el participante 4 (31,50 %) y el participante 5 
(31,15 %) obtuvieron los mejores resultados superando el promedio general de los 
cinco participantes. 
El promedio porcentual en la prueba de antecedentes fue del 7,28 %, en el que 
el participante 5 (9,04 %) y el participante 2 (8,00 %) relucieron en comparación de 
los otros participantes. 
En este orden de ideas, culminada estas primeras tres etapas, los posibles 
aspirantes a conformar la terna, partiendo de su puntaje meritorio serían: en primer 
puesto, el participante 5 (64,79 %); en segundo puesto, el participante 4 (61,7 %); y, 
en tercer puesto, el participante 3 (55,15 %). 
Culminadas las anteriores etapas ante el Departamento Administrativo de la 
Función Pública, se prosiguió con la prueba de la entrevista en la sede de la entidad 
interesada en adelantar el concurso público, esto es, el Instituto Colombiano 
Agropecuario. En esta etapa se observan las siguientes variaciones en la tabla 3. 
Tabla 3. Consolidado de resultados de todas las pruebas adelantadas, incluida la de 
entrevista, así: Pruebas de conocimientos, Pruebas de habilidades gerenciales, 






1	 4	 23,40	%	 31,50	%	 6,80	%	 15	%	 76,7	%	
2	 3	 18,60	%	 29,75	%	 6,80	%	 21,25	%	 76,4	%	
3	 2	 19,20	%	 29,05	%	 8,00	%	 21,25	%	 77,5	%	
4	 5	 24,60	%	 31,15	%	 9,04	%	 10	%	 74,79	%	
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5	 1	 19,20	%	 29,05	%	 5,80	%	 13,75	%	 67,8	%	
Fuente: Elaboración propia con datos del Departamento Administrativo de la Función 
Pública. 
La mediana para la prueba de la entrevista fue del 15%, resaltándose dos datos 
que generaron variación en los resultados finales de todo el concurso; el primero, en 
relación a los resultados porcentuales del participante 3 (21,25 %) y el participante 2 
(21,25 %) en cuanto se alejan positivamente de la mediana, en contraste al resultado 
porcentual del participante 5 (10 %) que se distancia negativamente de la mediana. 
Lo anterior denota un comportamiento especial puesto que, en las tres primeras 
pruebas, el participante 3 ocupaba en el tercer puesto y culminado todo el proceso de 
selecciónfinalmente obtuvo un porcentaje considerable que lo ubicó en el puesto 2 
para conformar la terna. Por su parte, el participante 2, que en las tres (3) primeras 
pruebas realizadas por el DAFP ocupó el cuarto puesto, con los resultados obtenidos 
en la entrevista entró a ocupar el tercer puesto al culminar las etapas del proceso 
meritocrático; y, finalmente, el participante 4, quien figuró como uno de los mejores 
aspirantes en las tres pruebas anteriores, con los resultados de la entrevista logró 
ocupar el primer puesto en la lista que conformó la terna. 
De la mirada que se da al mencionado proceso, se observa que el participante 
5, quien figuró con los mejores resultados en las tres primeras pruebas, esto es, la de 
conocimiento, la de habilidades gerenciales y la calificación de antecedentes, 
finalmente obtuvo la calificación más baja en la prueba de entrevista, lo que hace 
entrever que aun cuando el eje temático es similar entre las pruebas de conocimientos 
y la de entrevista, factores que están definidos en la descripción del concurso (véase la 
tabla 1), existióvariabilidad en los resultados de las mismas, variabilidad que 
posiblemente se deba atribuir al hecho de que las mencionadas pruebas, fueron 
ejecutadas por entidades diferentes, pues la entrevista fue realizada en la sede de la 
entidad interesada en adelantar el proceso meritocrático, y la de conocimiento  fue 
adelantada por el Departamento de la Función Pública. 
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2.2 Caso N.º 2 
En el año 2016, el ICA, en convenio con el DAFP, realizó el concurso de 
méritos público y abierto para conformación de lista de candidatos a la terna para 
proveer el cargo denominado gerente seccional del Instituto Colombiano 
Agropecuario (ICA) en el Departamento de Antioquia (16 de mayo de 2016). 
De igual forma que en el primer caso, la mencionada convocatoria estableció 
los requisitos que debían cumplir los aspirantes al cargo, señaló las funciones del 
cargo convocado, determinó el cronograma parcial en el cual se desarrollaría el 
proceso de selección y dispuso los parámetros del concurso que, a diferencia del año 
2013, los porcentajes que representa cada prueba variaron conforme a lo siguiente: 



















































Fuente: Departamento Administrativo de la Función Pública, 2016. 
Las tres primeras pruebas del concurso público: conocimientos, habilidades 
gerenciales y valoración de antecedentes —objeto del presente caso— fueron 
realizadas por intermediación directa del Departamento Administrativo de la Función 
Pública, que arrojó los siguientes resultados. 
 
Tabla 5. Consolidado de resultados de tres (3) de las pruebas adelantadas en el proceso 
metitocrático, así:  Pruebas de conocimientos, Pruebas de habilidades gerenciales y 












1	 6	 27,00	%	 16,60	%	 10,0	%	 53,60	%	
2	 3	 25,00	%	 17,60	%	 10,00	%	 52,60	%	
3	 10	 25,00	%	 17,60	%	 9,20	%	 51,80	%	
4	 8	 28,00	%	 15,80	%	 7,80	%	 51,60	%	
5	 1	 26,50	%	 16,60	%	 7,60	%	 50,70	%	
6	 2	 23,50	%	 16,20	%	 10,00	%	 49,70	%	
7	 4	 24,50	%	 16,20	%	 8,00	%	 48,70	%	
8	 7	 21,50	%	 17,00	%	 5,80	%	 44,30	%	
9	 5	 21,50	%	 18,00	%	 3,44	%	 42,94	%	
10	 9	 26,50	%	 NP	 6,70	%	 33,20	%	
Fuente: Elaboración propia datos del Departamento Administrativo de la Función Pública. 
En estecaso se puede observar que, en las tres primeras pruebas, el promedio 
de porcentaje de los resultados obtenidos porel total los aspirantes evaluados que 
aprobaron las pruebas fue del 24,90 % para la prueba de conocimientos, el 16,84 % 
para la prueba de habilidades gerenciales, y el 7,85 % para la valoración de los 
antecedentes. 
En la prueba de conocimientos hubo tres resultados que destacaron en 
comparación con los resultados obtenidos por los demás participantes; el participante 
6 logró el puntaje de 27,00 %, el participante 8 logró el puntaje de 28,00 %, y el 
participante 9 logró el puntaje de 26,50 %, resultados que se encuentran por encima 
del promedio de los puntajes obtenidos por el total de participantes que superaron la 
prueba de conocimientos; lo anterior se comprueba en razón a que el resultado que 
obtuvieron en la prueba —representado en porcentaje—, se distancia en forma 
considerativa del promedio general. 
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En cuanto a la prueba de habilidades gerenciales, se debe decir que todos los 
resultados se mantienen por la misma variante, la mediana en los resultados en la 
mencionada prueba fue de 16,60 %, y no hubo ningún puntaje que se distanciara de la 
referida variable. 
Finalmente, la valoración de los antecedentes presenta como promedio general 
el 7,85 %, en el cual los participantes 6 (10,00 %), 3 (10,00%) y 2 (10,00%) se 
destacan por obtener el porcentaje máximo establecido para la calificación para esta 
prueba. 
Esta primera etapa estableció un orden conforme a los mejores resultados de 
acuerdo al porcentaje obtenido, que para la terminación de estas primeras pruebas 
señalaba como posibles candidatos a conformar la terna a: el participante 6con el 
53,60 % como resultado de la sumatoria de las tres primeras pruebas, que lo ubicaron 
en el primer puesto; el participante 3con el 52,60 % como resultado de la sumatoria de 
las tres primeras pruebas, que lo ubicaron en el segundo puesto; y, el participante 
10con el 51,80 % como resultado de la sumatoria de las tres primeras pruebas, que lo 
ubicaron en el tercer puesto. Estos participantes obtuvieron los más altos puntajes del 
65 % evaluado hasta ese momento del concurso.  
La aplicación de la prueba de entrevista se realizó directamente por la entidad 
interesada, en este caso por el Instituto Colombiano Agropecuario(ICA), y del 
cómputo total de los datos analizados se obtienen los siguientes resultados (véase la 
tabla 6). 
Tabla 6. Consolidado de resultados de todas las pruebas adelantadas, incluida la de 
entrevista, así: Pruebas de conocimientos, Pruebas de habilidades gerenciales, 













1	 8	 28,00%	 15,80%	 7,80%	 30,10%		 81,7%	
2	 2	 23,50	%	 16,20	%	 10,00	%	 31,50	%	 81,2	%	
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3	 7	 21,50	%	 17,00	%	 5,80	%	 29,40	%	 73,7	%	
4	 6	 27,00	%	 16,60	%	 10,00	%	 19,95	%		 73,55	%	
5	 3	 25,00	%	 17,60	%	 10,00	%	 19,60	%		 72,2	%	
6	 10	 25,00	%	 17,60	%	 9,20	%	 19,25	%	 71,05	%	
7	 1	 26,50	%	 16,60	%	 7,60	%	 18,90	%	 69,6	%	
8	 4	 24,50	%	 16,20	%	 8,00	%	 18,55	%	 67,25	%	
9	 5	 21,50	%	 18,00	%	 3,44	%	 18,55	%	 61,49	%	
10	 9	 26,50	%	 NP	 6,70	%	 27,65%	 60,85	%	
Fuente: Elaboración propia con datos del Departamento Administrativo de la Función 
Pública. 
En esta etapa se presentan comportamientos importantes en cuanto a los 
órdenes establecidos para las tres primeras pruebas, cambian en la calificación de la 
prueba de entrevista, la cual representa un porcentaje del 35 del 100 % evaluado en 
todo el proceso. 
Pues bien, la mediana en esta prueba de entrevista fue el equivalente al 
19,95 %, en el cual solo 4 participantes superaron este porcentaje: participante 8 
(30,10 %), participante 2 (31,50 %), participante 3 (29,40 %) y participante 9 
(27,65 %), caso contrario al de los demás participantes en cuanto su calificación 
porcentual estuvo por debajo de la mediana de los porcentajes analizados. 
De la revisión que se hace a todo el proceso, se encuentra también que hubo 
variación al culminar la última prueba, esto es, la de entrevista, variación que se 
observa frente a la dinámica del proceso, pues las mencionadas pruebas, fueron 
ejecutadas por entidades diferentes, ya que la entrevista fue realizada en la sede de la 
entidad interesada en adelantar el proceso meritocrático, esto es el ICA, y las pruebas 
de conocimientos, de habilidades gerenciales y de análisis de antecedentes fueron 
adelantadas por el Departamento de la Función Pública. Así, realizadas las tres 
primeras pruebas, quienes obtuvieron en estas, el primero, el segundo y el tercer 
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puestos, posteriormente al culminar la prueba de entrevista, estos mismos aspirantes 
pasaron a ocupar el cuarto, quinto y sexto puestos, respectivamente, descendiendo 
dentro de los resultados definitivos del concurso.  A su vez, los participantes que 
obtuvieron los tres mejores resultados en la prueba de entrevista ascendieron en la 
tabla de los resultados definitivos del concurso, logrando ocupar los tres primeros 
puestos que conformaron la terna definitiva. 
3. Comparación de los casos de convocatorias de años 2013 y 2016 
Figura 3. Comparación de los porcentajes establecidos para cada una de las pruebas 
celebradas en los concursos para la provisión de gerentes de los años 2013 (caso N.º1) y 
2016 (caso N.º 2) 
 
 
Fuente: Elaboración propia con datos del Departamento Administrativo de la Función 
Pública. 
De la observaciónque se hace a las convocatorias revisadas, se encuentra que 
los concursos de meritocracia, no son herméticos o estáticos y tampoco tienen un 
orden definitivo, pues de una vigencia a otra, han podido ser objeto de variación en 
relación con los porcentajes asignados a cada aspecto a evaluar, no evidenciándose 




























En el año 2013, a la prueba de habilidades gerenciales se le otorgó un 
porcentaje del 35 %, mientras que para el año 2016 a la misma prueba se le otorgó un 
porcentaje del 20 %, a pesar de que en ambas pruebas el eje temático fue idéntico. 
De igual manera, se evidencia una variación porcentual en el puntaje asignado 
a la prueba de entrevista, que muestra que hubo cambio para el proceso meritocrático 
adelantado en el año 2016, dado que en el año2013 se le otorgó a la misma prueba un 
25 % en comparación del 35 % contemplado para el año 2016. 
En vista de los resultados obtenidos para los concursos del año 2013 y 2016, es 
posible demostrar que las pruebas de conocimientos guardaron cierta relación entre sí, 
no obstante, para el 2016, además de contemplar los mismos ejes temáticos que en el 
2013, se agregaron temáticas para evaluar: los conocimientos del sector agropecuario, 
los conocimientos de la entidad (ICA), y los conocimientos relacionados con las 
competencias del ICA en temas de sanidad agrícola y pecuaria. 
En cuanto a la dinámica de las diferentes pruebas del concurso, no es factible 
determinar que por el hecho de que los aspirantes superen una o varias pruebas, el 
resultado final pueda ser previsible, pues como se observó  en los casos analizados, 
solo al culminar la totalidad de las pruebas, se logró resultados definitivos que 
claramente fueron imprevisibles, como se vio en el caso N.º1, el participante con los 
mejores resultados en las tres primeras pruebas quedó sin posibilidad de hacer parte de 
la terna, al obtener la calificación de la prueba de entrevista; igual a la situación que se 
presentó en la caso N.º 2, en la que los tres mejores participantes de las tres primeras 
pruebas quedaron por fuera de la terna después de haber sido calificados en la prueba 
de entrevista. 
Importante es hacer la acotación, de que en las diferentes pruebas que se 
adelantan en los concursos de méritos del sistema de meritocracia, esto es en las   
pruebas escritas de conocimiento, de habilidades gerenciales y la prueba oral de 
entrevista, se predica la objetividad,la imparcialidad y la transparencia, lo que 
garantiza la escogencia del candidato más idóneo, preparado, y capacitado para ejercer 
el cargo de gerencia pública. El carácter intuito personae que se predica de estas 
pruebas debe ser de aplicación en todas las fases que comprende el concurso público, 
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y las mismas deben guardar coherencia entre sí, tanto en el contenido temático como 
en los criterios objetivos de calificación, a fin de garantizar y hacer primar la 
transparencia en el curso de todo proceso de selección meritocratica. 
Finalmente, y a modo conclusivo, la valoración objetiva de todas las pruebas 
en cada una de las etapas del concurso de méritos, permite que los mejores aspirantes, 
que por sus méritos lograron los mejores resultados en las pruebas que los evaluaron, 
deben ser quienes se presenten como los candidatos para la correspondiente terna. Al 
caso se trae el voto del magistrado Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, en auto 261 de 
2011, que deja sentado su punto de vista, que para la presente investigación resulta ser 
muy oportuno: 
Si bien es cierto que frente a los empleos de libre 
nombramiento y remoción el nominador puede designar a 
quien, a su juicio, reúna los requisitos constitucionales y 
legales sin sujeción a concursos, pruebas de conocimiento u 
oposiciones, no lo es menos que si este decide adelantar una 
actuación para proveer el cargo por el sistema de méritos es de 
esperarse que dicha actuación se adecúe a los requerimientos 
del debido proceso, lo que supone que quien reúna el mayor 
nivel de preparación, experiencia y conocimiento, de acuerdo 
con los puntajes asignados, sea la persona llamada a ser objeto 
del respectivo nombramiento. 
A mi juicio, carece de sentido adelantar un trámite tendiente a 
seleccionar a quien reúna los mayores méritos para ocupar un 
cargo, aun cuando este tenga carácter de libre nombramiento y 
remoción y que alegándose los atributos del nominador, 
termine escogiéndose a quien solo alcance niveles medios o 
inferiores en la evaluación, pues ello constituye una grosera 
afrenta contra lo que implica el sistema de selección por 
méritos, conforme al cual, es primordial para que la función 
pública cumpla a cabalidad con sus fines constitucionales y 
legales, que esta sea ejercida por los servidores públicos más 
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capaces, esto es, quienes hayan obtenido el mayor puntaje de 
acuerdo con la sumatoria de los criterios medibles utilizados 
para efectuar la evaluación que tenga a bien practicar el 
nominador. 
Observando la dinámica de los concurso de mérito adelantados en virtud del 
sistema meritocrático para proveer cargos gerenciales, de los que se predica tienen el 
carácter de libre nombramiento y remoción, se prevé que su nombramiento no es tan 
libre, pues es necesario agotar concursos que permitan la escogencia de los mejores y 
sin embargo si hay libertad para su remoción, pues las normas que regulan la materia, 
establece un proceso para su nombramiento, mas guarda silenció en cuanto a la 
remoción de quienes ocupan estos cargos de gerencia pública. 
Esta situación demuestra que no hay una clara distinción en cuanto a si los 
empleos públicos de gerencia son de naturaleza política o administrativa. Así lo ha 
recalcado la OCDE en el 2015 al establecer que Colombia debe realizar una 
diferenciación en esta categoría de empleo, además de realizar una estandarización en 
el proceso de selección con el objeto de que sea lo más objetivo posible. 
De esta manera, el legislador previó la aplicación del sistema del mérito para el 
ingreso a los empleos de naturaleza gerencial, que son por esencia empleos de libre 
nombramiento y remoción, y por elloes de considerar necesario, que exista coherencia 
entre todas las etapas evaluadas en desarrollo del concurso meritocrático, en aras de 
evitar  alteraciones que conlleven a desacreditar el mérito como factor determinante 





















CAPÍTULO V: CONCLUSIONES 
Uno de los retos más notables que se han suscitado en Colombia ha sido 
buscar mecanismos que permitan contrarrestar los niveles de insatisfacción y 
desconfianza de los ciudadanos frente a la gestión oficiada por la administración 
pública. Esta situación fue contemplada en la Asamblea Nacional Constituyente de 
1991, que previó los problemas que padecía el empleo público, de igual manera lo 
contemplaron: la Directiva presidencial 10 de 2002, el “Plan Nacional de Desarrollo 
2002-2006: Hacia un Estado comunitario” y el “Programa de renovación 
administrativa”, que dieron origen a la creación del actual régimen de empleo público, 
la Ley 909 de 2004, como uno de los mecanismos que dan cuenta de la puesta en 
marcha de la Nueva Gestión Pública (NGP), 
Indiscutiblemente, uno de los aspectos que ha mejorado en la función pública 
colombiana ha sido respecto de la garantía de los criterios del mérito y de la 
capacidad. Los procesos de selección basados en el mérito cada vez adquieren mayor 
relevancia porque la administración pública ha entendido que el proceso de ingreso al 
servicio civil y la evaluación del desempeño son determinantes para el servicio en 
razón a que sus servidores son el pilar fundamental para una gestión pública efectiva, 
transparente y orientada a las necesidades de los ciudadanos (DAFP, 2016). 
En efecto, la administración se torna cada vez más competente. El criterio del 
mérito ha sido trascendental, pues con él, no solo se garantiza que ingresen los 
mejores aspirantes al servicio civil, sino que se asegura la profesionalidad del mismo 
mediante la implementación del mérito como el criterio de permanencia y ascenso en 
el servicio. 
Son varias las propuestas que se han implementado en los últimos años, el 
proceso de adhesión a la OCDE ha sido fructífero para Colombia pues, en virtud de él, 
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se han desarrollado una serie de programas que han elevado los índices de desarrollo 
del servicio civil en el país, como por ejemplo: el mejoramiento en el sistema de 
evaluación de desempeño, la mejora del programa de capacitación al servidor público 
y de los empleos de alta dirección, el enaltecimiento de la vocación del empleado 
hacia el servicio, y la inclusión de programas y políticas que pretenden mejorar la 
organización, la planeación y la gestión del empleo público. 
Ahora bien, la implementación del mérito y la capacidad en el empleo público 
en Colombia ha  sido uno de los índices de desarrollo que ha mejorado de manera 
considerable en los últimos años (veáse figura 1). Sin embargo, la aplicación de estos 
criterios  ha  diferido en cada una de las categorías de empleo público. 
Por ejemplo, en el sistema de carrera administrativa se han evidenciado 
grandes avances  respecto de la implementación de los criterios del mérito y la 
capacidad. El ingreso a la carrera administrativa se ha caracterizado por la celebración 
de concursos públicos y abiertos que permiten a los ciudadanos ingresar al servicio de 
la administración en términos de igualdad, objetividad, transparencia, imparcialidad y 
publicidad; logrando materializar la regla constitucional de que todos los empleos 
públicos son de carrera, salvo ciertas excepciones. Así mismo, el ascenso y retiro de la 
carrera administrativa han encontrado ciertas garantías provenientes del sistema de 
evaluación de desempeño, como una de las formas en que se materializan los criterios 
del mérito y la capacidad. 
Aun así, los empleos de carrera administrativa se enfrentan a problemas 
derivados de la organización, planificación y celebración de los concursos públicos y 
abiertos. De no llegar a corregir estos poblemos, los criterios del mérito y capacidad se 
verán menoscabados como consecuencia de los retrasos injustificados en la 
celebración de los concursos públicos; en los controles de legalidad que realicen los 
órganos jurisdiccionales al contenido y planificación de los mismos y los posibles 
nombramientos de empleos en provisionalidad. 
En el caso de los empleos de libre nombramiento y remoción, el Departamento 
Administrativo de la Función Pública se ha encargado de dar un mayor alcance  al 
criterio del mérito, al impulsar el ingreso por mérito de Jefes de oficina de Control 
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Interno, directores regionales o seccionales de entidades descentralizadas del orden 
territorial, y gerentes de empresas sociales del Estado. De igual modo, los 
pronunciamientos de la Corte Constitucional –sentencia C-673-2015– han entendido 
que esta categoría de empleos deben garantizar la idoneidad y conocimientos que se 
requieran para el cumplimiento de las funciones públicas. 
El escenario es diferente en los empleos gerenciales. La implementación del 
criterio del mérito y de la capacidad se materializa en la fase del concurso público para 
conformar la terna; sin embargo, estos criterios se supeditan a una decisión 
discrecional al momento de realizar la designación del gerente –de la lista de quienes 
conforman la terna–. El criterio del mérito y la discrecionalidad son constantes en el 
desarrollo de estos concursos, situación que genera que no exista una claridad de si 
estos empleos pertenecen a la categoría del merit system o spoil system, pues para 
proveer los mismos, se tiene que debe surtirse un concurso de meritos que permita 
conformar una terna con los mejores aspirantes, después de haber superado una serie 
de etapas que dan cuenta de sus capacidades, y solo hasta cuando se cuente con la 
terna definitiva, respecto de ella si opera el spoil system, pues podrá libremente 
escogerse a alguno de esos tres candidatos, lo que también opera en el momento de la 
remoción, pues libremente podrá ser removido quien ocupe el cargo de gerente 
público, en atención al carácter del cargo que es de libre nombramiento y remoción, de 
donde se encuentra que opera un hibrido de las categorías en mención. 
Esta clase de empleos presentan un problema, pues al ser categorizados por el 
legislador como empleos de libre nombramiento y remoción, dificultan determinar 
cual es su  verdadera naturaleza, pues su sistema de provisión es mucho más riguroso 
que el de cualquier otro empleo de libre nombramiento y remoción, y lo anterior 
implica unas consecuencias tanto para la administración que adelanta el proceso de 
selección y provisión, como para el aspirante que se somete al concurso de 
méritospara proveer  un cargo de gerencia. 
De una parte, para la administración que desea proveer el cargo gerencial, no 
puede hacer uso de sus facultades discrecionales en su total plenitud, pues la 
discrecionalidad se supedita a que la provisión se realice por medio  de un proceso de 
selección basado en los criterios del mérito, la capacidad y la experiencia, es decir 
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solo, quien se somete a un proceso de selección y acredita estos presupuestos puede 
ser provisto para ejercer el empleo gerencial. La administración no cuenta con una 
verdadera facultad discrecional y debe someter su provisión a un concurso que en 
principio seleccionará al mejor candidato; sin embargo, para proveer el empleo deberá 
realizarse un concurso de méritos que implican unos costos económicos y unos 
términos en que se desarrollará el concurso, lo cual afectará la facultad discrecional 
para proveer el cargo. 
Adicionalmente, el sistema previsto por el legislador, no permite la movilidad 
de un empleo gerencial a otro gerencial, lo que implica que el sistema provisto para 
proveer a los gerente no contribuye a flexibilizar a la administración, pues cada vez 
que un gerente  sea retirado del empleo, en principio la entidad interesada en proveer 
el cargo, deberá convocar la realización de otro concurso. 
Por otra parte, para el aspirante que se somete al concurso, este puede 
encontrar dificultades en el desarrollo del concurso, pues los concursos para proveer 
los cargo gerenciales al ser llevados a cabo en una etapa por el DAFP y en otra etapa 
por la entidad interesada, puede encontrarse que no existan unos parámetros de 
evaluación, que prediquen objetividad y coherencia entre las pruebas practicadas de 
una entidad a la otra. Si bien el criterio del mérito es trascendental en la provisión del 
empleo, en el desempeño y retiro adquiere otra conotación que no brinda garantías al 
aspirante  que superó el proceso de selección. 
En materia de servicio civil y de gerencia pública, en las últimas décadas, 
Colombia ha avanzado y se esfuerza por mejorar, se esfuerza por alcanzar fuertes 
niveles de desarrollo, para lo cual requiere contar con servidores públicos, 
competentes, productivos, comprometidos, que en su actuar generen confianza a la 
sociedad, que generen la prestación de servicios públicos oportunos, responsables y 
modernos, sin embargo, aún queda mucho camino por recorrer, y lo más importante es 
lograr cambio de conciencia en los gestores, tendiente a actuar bajo los principios de 
la moralidad pública; y en la escogencia de quienes gestionaran lo público, no se trata 
de demostrar el cumplimiento de procedimientos que quedan plasmados en 
documentos en relación con los procesos de selección meritocrática,  sino que los 
procesos se adelanten con total objetividad y transparencia, de tal forma que se logren 
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los objetivos en aras de lograr el verdadero desarrollo del país en materia de gestión 
pública. 
Lo cierto es que, paso importante que dio Colombia en la década de 2000 fue 
la implementación del Programa de Renovación de la Administración Pública, PRAP, 
que como reforma transversal en materia de empleo público, logró definir un sistema 
de selección de personal que ha permitido implementar una nueva institucionalidad 
para la gestión del personal que redunda necesariamente en la gestión de lo público, 
con el objetivo de que la nación alcance un alto nivel en el cual, los servidores 
públicos son altamente competentes, productivos, comprometidos, que generen un 
servicio público oportuno, responsable y moderno, que le produzca satisfacción al 
ciudadano y que contribuya al desarrollo del país. 
En principio, el objeto que animó esta investigación fue determinar si en la 
práctica los procesos de mérito aplicados al ingreso en los empleos de naturaleza 
gerencial cumplen con los parámetros establecidos en la Constitución y la ley, y se 
adecúan a los lineamientos de la Carta iberoamericana de la función pública y los a 
los estándares en materia de empleo público de la Organización para la Cooperación 
del Desarrollo Económico, sin embargo, los resultados nos llevan a concluir quela 
puesta en marcha del sistema de meritocracia para proveer cargos de gerencia pública 
logran buscan garantizar uno de los objetivos previstos en los concursos públicos de 
gerencia: atraer a los mejores talentos del país para que gestionen los intereses 
públicos, mediando resultados que satisfagan los intereses de la ciudadanía en general. 
Como recomendación desde esta investigación, se propone que al igual que en 
los empleos de carrera administrativa, sea una entidad independiente de aquella 
interesada en adelantar el proceso meritocrático, la que se encargue de la práctica de 
todo el proceso meritocrático, incluidas todas las fases a evaluar como pruebas de 
conocimientos, aptitudes gerenciales, entrevista y análisis de antecedentes, y otras que 
se diseñen para tal fin, que, para el caso de los empleos de naturaleza gerencial podrá 
ser adelantado por entidades especializadas en la materia, como el Departamento 
Administrativo de la Función Pública, buscando de forma objetiva que primen los 
principios de imparcialidad, transparencia, objetividad y publicidad en el desarrollo de 
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los concursos de meritos que se adelanten en virtud del sistema de meritocracia para 
proveer cargos de gerencia pública. 
Adicionalmente, el reto al que se enfrenta el criterio del mérito en los empleos 
de naturaleza gerencial es respecto del fortalecimiento en los procesos de selección, 
pues, existe una confrontación entre los criterios del mérito y la discreción de la que 
gozan estos empleos en su fase de selección y provisión, como de igual forma es 
necesario definir un procedimiento claro de remoción de quienes ejercen la gerencia 
pública en  los mismos cargos, pues tan solo se encuentra regulada su provisión. 
Dentro de este lineamiento, se debe mejorar la implementación del criterio del 
mérito en los empleos gerenciales. En el año 2015, la OCDE reconoció que el criterio 
del mérito se puede ver perjudicado al no existir una clara distinción en si el empleo 
gerencial es de naturaleza política o administrativa, lo cual puede conllevar a que se 
presenten falencias en la estandarización del proceso de selección, y, por ende, que su 
provisión obedezca a una decisión discrecional. 
Con todo, aún falta un largo camino para consolidar el criterio del mérito como 
principio rector del empleo público en Colombia. La carrera administrativa es la 
categoría de empleo público que ha tenido mayor desarrollo e implementación de este 
criterio; los empleos de libre nombramiento y remoción al requerir de funcionarios 
idóneos y competentes de alguna manera materializan el criterio del mérito, pese a que 
su designación es discrecional; y los empleos de naturaleza gerencial subordinan el 
proceso meritocrático a una decisión discrecional, hecho que desvirtúa por sí mismo, 
las garantías del criterio del mérito. 
Para concluir, Colombia deberá seguir fortaleciendo los índices de desarrollo 
del servicio civil, con especial interés en el índice del  criterio del mérito, lo cual, no 
solo consagrará la carrera administrativa, sino, también un sistema de gerencia pública 
que goce de garantías similares a las que se predican en el sistema de carrera 
administrativa, esto además para compaginarse con los criterios de la Nueva gestión 
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